
BOLETÍN OFICIAL
DE LAS CORTES GENERALES

1

X LEGISLATURA

Serie D:
 21 de febrero de 2012 Núm. 39GENERAL

ÍNDICE

Páginas

Composición y organización de la Cámara

Personal

299/000003  Personal eventual como Asistente para la atención de los señores Diputados de los 
Grupos Parlamentarios del Congreso. Cese  .................................................................. 3

299/000004  Personal eventual como Asistente para la atención de los señores Presidentes de Comi-
sión. Nombramientos  ..................................................................................................... 3

Control sobre las disposiciones del ejecutivo con fuerza de Ley

Decretos-leyes

130/000003  Real Decreto-ley 2/2012, de 3 de febrero, de saneamiento del sector financiero. Con-
validación  ...................................................................................................................... 3

Control de la acción del Gobierno

Proposiciones no de Ley

Pleno

162/000037  Proposición no de Ley presentada por el Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV), 
sobre el Plan de Derechos Humanos.

 Enmiendas  ..................................................................................................................... 20
 Aprobación con modificaciones  .................................................................................... 21

162/000052  Proposición no de Ley presentada por el Grupo Parlamentario de Unión Progreso y 
Democracia, sobre remisión del estatuto de los ex Presidentes del Gobierno y pro-
moción de las iniciativas legislativas necesarias para garantizar la transparencia en su 
régimen de retribuciones y regular su régimen de incompatibilidades entre la percep-
ción de retribuciones con cargo a fondos públicos y privados. Rechazo por el Pleno de 
la Cámara así como enmiendas formuladas  ................................................................. 21



Congreso 21 de febrero de 2012.—Serie D. Núm. 39

2

Páginas

Interpelaciones

Urgentes

172/000004  Interpelación formulada por el Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i Unió), 
sobre la sostenibilidad del sistema sanitario  ................................................................. 23

172/000006  Interpelación formulada por el Grupo Parlamentario de Unión Progreso y Democra-
cia, sobre los propósitos del Gobierno en relación a la ilegalización de las coaliciones 
«Amaiur» y «Bildu»  ...................................................................................................... 23

172/000008  Interpelación formulada por el Grupo Parlamentario Mixto, sobre la transferencia a la 
Generalitat de Cataluña de la recaudación que se realiza en Cataluña de la asignación 
tributaria del porcentaje del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) 
destinado a fines sociales  .............................................................................................. 25

Mociones consecuencia de interpelaciones

Urgentes

173/000001  Moción consecuencia de interpelación urgente presentada por el Grupo Parlamenta-
rio de IU, ICV-EUiA, CHA: La Izquierda Plural, sobre el cumplimiento del «Plan 
Nacional de Reserva Estratégica de Carbón 2006/2012 y Nuevo Modelo de Desarrollo 
Integral y Sostenible de las Comarcas Mineras». Texto de la moción, enmiendas for-
muladas y rechazo por el Pleno de la Cámara  ............................................................. 26

173/000002  Moción consecuencia de interpelación urgente presentada por el Grupo Parlamentario 
Socialista, sobre su política de estabilidad presupuestaria para las Administraciones 
Públicas en desarrollo de las previsiones del artículo 135 de la Constitución Española. 
Texto de la moción, enmiendas formuladas y rechazo por el Pleno de la Cámara  ...... 28



Congreso 21 de febrero de 2012.—Serie D. Núm. 39

3

COMPOSICIÓN Y ORGANIZACIÓN DE LA CÁMARA

PERSONAL

299/000003

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 2.2 
del Estatuto del Personal de las Cortes Generales, con 
fecha 8 de febrero de 2012 el Excmo. Sr. Presidente 
del Congreso de los Diputados ha tenido a bien dispo-
ner el cese, a propuesta del Excmo. Sr. don Alfonso 
Alonso Aranegui, con efectos de 7 de febrero de 2012, 
de doña Alma Llorens Costa, como personal eventual 
en el cargo de Asistente para la atención de los señores 
Diputados del Grupo Parlamentario Popular en el Con-
greso.

Al amparo de lo dispuesto en el artículo 97 del 
Reglamento de la Cámara, se ordena su publicación en 
la Sección Congreso de los Diputados del BOCG.

Palacio del Congreso de los Diputados, 8 de febrero 
de 2012.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

299/000004

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 2.º 
del Estatuto del Personal de las Cortes Generales, con 
fecha 8 de febrero de 2012 el Excmo. Sr. Presidente del 
Congreso de los Diputados ha tenido a bien nombrar a 
don Juan José Sancho Sánchez, a propuesta del Excmo. 
Sr. don Ricardo Tarno Blanco, con efectos de 8 de 

febrero de 2012 y con carácter de personal eventual, 
para el cargo de Asistente para la atención del Presiden-
te de la Comisión Mixta para las Relaciones con el Tri-
bunal de Cuentas.

Al amparo de lo dispuesto en el artículo 97 del 
Reglamento de la Cámara, se ordena su publicación en 
la Sección Congreso de los Diputados del BOCG.

Palacio del Congreso de los Diputados, 8 de febrero 
de 2012.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 2.º 
del Estatuto del Personal de las Cortes Generales, con 
fecha 8 de febrero de 2012 el Excmo. Sr. Presidente del 
Congreso de los Diputados ha tenido a bien nombrar a 
doña Alma Llorens Costa, a propuesta del Excmo. Sr. 
don Miguel Ángel Cortés Martín, con efectos de 8 de 
febrero de 2012 y con carácter de personal eventual, 
para el cargo de Asistente para la atención del Presiden-
te de la Comisión Mixta de Relaciones con el Defensor 
del Pueblo.

Al amparo de lo dispuesto en el artículo 97 del 
Reglamento de la Cámara, se ordena su publicación en 
la Sección Congreso de los Diputados del BOCG.

Palacio del Congreso de los Diputados, 8 de febrero 
de 2012.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

DECRETOS-LEYES

130/000003

Se publica a continuación el Real Decreto-ley 2/2012, 
de 3 de febrero, de saneamiento del sector financiero.

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 86.2 
de la Constitución, dicho Real Decreto-ley fue someti-
do a debate y votación de totalidad por el Congreso de 

los Diputados en su sesión del día de hoy, en la que se 

acordó su convalidación.

Se ordena la publicación de conformidad con lo dis-

puesto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de febre-

ro de 2012.—P. D. El Secretario General del Congreso 

de los Diputados, Manuel Alba Navarro.

CONTROL SOBRE LAS DISPOSICIONES DEL EJECUTIVO 
CON FUERZA DE LEY
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REAL DECRETO-LEY 2/2012, DE 3 DE FEBRERO, 
DE SANEAMIENTO DEL SECTOR FINANCIERO

Exposición de motivos

I

Cuatro años después del inicio de la crisis financiera 
internacional, los problemas de confianza en el sector 
financiero y de restricción de crédito persisten. A pesar 
de las distintas medidas que se han llevado a cabo tanto 
por parte de los Estados a nivel individual como de 
forma coordinada en el ámbito internacional, los conti-
nuados problemas de liquidez y financiación junto con 
el fuerte deterioro de los activos de las entidades de cré-
dito han incrementado las dificultades de acceso a la 
financiación con severos efectos sobre la economía 
real.

En este contexto, la duración, intensidad y extensión 
de la crisis han puesto de manifiesto los problemas fun-
damentales que acusa el sector bancario español y que 
le impiden cumplir hoy su papel esencial de canaliza-
ción del crédito hacia la economía real, en apoyo de la 
actividad empresarial, el empleo y el consumo.

El principal lastre del sector bancario español es la 
magnitud de su exposición a los activos relacionados 
con el sector inmobiliario, activos que han sufrido un 
fuerte deterioro debido a la reciente evolución de la 
economía.

En efecto, las dudas respecto a la valoración de tales 
activos y el aumento notable de los préstamos califica-
dos como dudosos generan unos efectos perversos tanto 
sobre el propio sector financiero, dificultando el acceso 
de las entidades españolas a la financiación mayorista, 
como sobre el sector real al agravar la restricción del 
crédito.

Otra de las principales consecuencias de la actual 
crisis y la contracción de la demanda de servicios finan-
cieros es el sobredimensionamiento del sector bancario 
español. El exceso de capacidad instalada que presenta 
y la estructura de costes que de ello se deriva dificulta 
la eficiencia y capacidad de competir de nuestras enti-
dades.

En este contexto, los efectos de los esfuerzos nor-
mativos y supervisores desarrollados hasta la fecha, a 
nivel internacional, comunitario y nacional, se han 
visto limitados sin poder evitar el empeoramiento de 
las condiciones en las que deben operar las entidades 
españolas.

Desde el comienzo de la crisis en 2008, las medidas 
adoptadas a nivel internacional han venido inspiradas 
por la voluntad de corregir los fallos del mercado finan-
ciero que las turbulencias evidenciaron. El objetivo era 
evitar o en cualquier caso limitar las consecuencias de 
crisis financieras futuras en el resto de la economía. 
Esas medidas incluían una intensificación de la super-
visión prudencial, tanto a nivel de entidades particula-
res como desde una perspectiva macroprudencial y la 

adopción de requerimientos más exigentes de recursos 
propios y liquidez para las entidades de crédito. Como 
complemento a este nuevo marco regulatorio y supervi-
sor, se pusieron al servicio de las entidades con proble-
mas esquemas de garantías reforzados, mecanismos de 
fomento de la liquidez e incluso fondos públicos para 
asistir en la recapitalización y reestructuración de las 
mismas.

En el caso español, los hitos que hasta hoy caracteri-
zan la reforma del sistema financiero incluyen el esta-
blecimiento del Fondo para la Adquisición de Activos 
Financieros (FAAF) para conceder apoyo a la liquidez 
de las entidades de crédito y el fortalecimiento de los 
procedimientos de intervención, disciplina y solución 
de entidades a través del Real Decreto-ley 9/2009 por el 
que se creaba el Fondo de Reestructuración Ordenada 
Bancaria (FROB), en el que se articula un mecanismo 
de apoyo temporal como incentivo a un reajuste de la 
capacidad del sector.

Posteriormente, se reformó el régimen jurídico de las 
cajas de ahorros mediante el Real Decreto-ley 11/2010, 
de 9 de julio, de órganos de gobierno y otros aspectos del 
régimen jurídico de las Cajas de Ahorros, a raíz de la 
cual se pretendía alcanzar una mayor profesionalización 
de las Cajas de Ahorros y, sobre todo, dotarlas de capaci-
dad para poder acceder a los mercados de capital básico.

Finalmente, con el Real Decreto-ley 2/2011, de 18 
de febrero, para el reforzamiento del sistema financiero 
se fortaleció el nivel de solvencia de todas las entidades 
de crédito, incrementando los requerimientos de capital 
mínimos tanto en términos de cantidad como de calidad 
de los mismos.

Todas estas medidas se han encaminado a eliminar 
las debilidades coyunturales de las entidades de crédito 
españolas en el contexto de escasez de liquidez que ha 
existido desde el inicio de la crisis. Sin embargo, hasta 
ahora no se han adoptado previsiones conducentes a 
lograr el saneamiento de los balances de las entidades 
de crédito, afectados negativamente por el deterioro de 
sus activos vinculados al sector inmobiliario. Advertido 
el impacto que dicho deterioro tiene sobre la solidez de 
nuestro sistema financiero, se hace imperativo diseñar 
una estrategia integral de reforma que incida sobre la 
valoración de estos activos y conlleve el saneamiento 
de los balances de las entidades de crédito españolas en 
un proceso transparente, en grado tal que se recupere la 
credibilidad y la confianza en el sistema español.

Disponer de unos balances saneados es un requisito 
básico para que las entidades financieras puedan cum-
plir con su función esencial de canalizar el ahorro hacia 
proyectos de inversión eficientes que fomenten la acti-
vidad, el crecimiento y el empleo. A tal fin, se adoptan 
medidas que permitirán a las entidades financieras 
empezar el ejercicio 2013 con sus cuentas saneadas, lo 
cual mejorará la confianza, credibilidad y fortaleza del 
sistema. Asimismo, se facilitará un mejor acceso de las 
entidades a los mercados de capitales, que contribuirá a 
la fluidez del crédito a la economía real.



Congreso 21 de febrero de 2012.—Serie D. Núm. 39

5

Los otros dos ejes fundamentales de este renovado 
impulso de reforma financiera son la creación de incen-
tivos que propicien un ajuste adecuado y eficiente del 
exceso de capacidad y el fortalecimiento de la gober-
nanza de las entidades resultantes de los procesos de 
integración. Una última característica fundamental de 
esta reforma es que su coste deberá ser asumido en su 
totalidad por el sector financiero.

II

El Título I contiene las medidas relativas al sanea-
miento del sector financiero. Se trata, esencialmente, 
de articular nuevos requerimientos de provisiones y 
capital adicionales, orientados en exclusiva a la cober-
tura del deterioro en los balances bancarios ocasionado 
por los activos vinculados a la actividad inmobiliaria. 
De este modo, ha de lograrse una mejora del tratamien-
to prudencial del riesgo de crédito que aún pudiera 
estar lastrando los balances del sector financiero espa-
ñol, al tiempo que se tratan de disipar las incertidum-
bres que vienen dificultando su normalización y la 
recuperación de su función canalizadora del ahorro a la 
economía real.

El eje central del saneamiento de los balances se 
articula a través de un nuevo esquema de cobertura para 
todas las financiaciones y activos adjudicados o recibi-
dos en pago de deuda relacionados con sector inmobi-
liario. Este nuevo régimen se establece en tanto subsis-
tan las incertidumbres extraordinarias que, por falta de 
mercados suficientemente profundos en volumen e 
importancia de transacciones, existen sobre la valora-
ción de activos relacionados con suelo para promoción 
inmobiliaria en España y con las construcciones o pro-
mociones inmobiliarias en España de todo tipo de acti-
vos, tanto en curso como terminadas. Estos nuevos 
requerimientos responden a la situación efectiva a día 
de hoy de los activos inmobiliarios de las entidades de 
crédito, concebidos de modo realista para obtener una 
estimación razonable del deterioro para el conjunto de 
las carteras de estos activos, que se deben reconocer de 
acuerdo con el marco contable aplicable en España. Se 
impone, asimismo, un nuevo requerimiento de capital 
suplementario de la máxima calidad (capital principal), 
sobre la misma base de cobertura de activos dudosos o 
subéstandar o adjudicados en pago derivados de la 
financiación de suelo para promoción inmobiliaria.

El ajuste de las entidades a estas nuevas exigencias 
habrá de ejecutarse durante este mismo año 2012, de 
modo que, antes del 31 de marzo, habrán de presentar 
al Banco de España su estrategia de ajuste para dar 
debido cumplimiento al ejercicio de saneamiento. De 
este modo, los efectos positivos sobre la confianza, 
transparencia y sostenibilidad de nuestro sector finan-
ciero habrán de alcanzarse sin más demoras.

Asimismo, se ha establecido un mecanismo de fle-
xibilización para aquellas entidades que requieran 
modificaciones organizativas de carácter estructural 

para acometer los ajustes derivados de los nuevos 
requerimientos legales. De este modo, se amplían los 
plazos para dar cumplimiento a los ajustes. Aquellas 
entidades de crédito que lleven a cabo procesos de inte-
gración durante el ejercicio 2012, dispondrán de un 
plazo adicional de doce meses para dar cumplimiento a 
los nuevos requerimientos. Para que las entidades de 
crédito puedan acogerse al régimen previsto, es necesa-
rio que el proceso de integración cumpla con una serie 
de requisitos. Estas exigencias se orientan a asegurar 
que el proceso de integración tenga un volumen míni-
mo significativo, a que se incluyan compromisos y 
objetivos como la adopción de medidas para la mejora 
del gobierno corporativo de las entidades, al incremen-
to del crédito a las familias y pequeñas y medianas 
empresas, o a la colocación en el mercado de los acti-
vos inmobiliarios propiedad de las entidades.

III

Por su parte, el Título II realiza algunos ajustes en el 
Real Decreto-ley 9/2009, de 26 de junio, sobre rees-
tructuración bancaria y reforzamiento de los recursos 
propios de las entidades de crédito, para facilitar el 
papel del FROB ante el nuevo contexto regulatorio.

En lo que concierne al artículo 9 del Real Decreto-
ley 9/2009, relativo a los instrumentos para el reforza-
miento de los recursos propios de las entidades de cré-
dito, este real decreto-ley viene a realizar ciertos ajustes 
o actualizaciones necesarias. Se restringe el cauce de 
apoyo financiero del FROB a la adquisición de accio-
nes, salvo para los procesos competitivos de desinver-
sión, que podrán ir acompañados de otro tipo de herra-
mientas de ayuda. Asimismo, se reduce el plazo de 
desinversión de cinco a tres años. Por último, se proce-
de a la supresión de la posibilidad que tenía el FROB de 
desinvertir, en el plazo de uno o dos años, los títulos 
adquiridos a las entidades emisoras de los mismos o a 
terceros inversores propuestos por la entidad beneficia-
ria de su actuación.

En relación con el artículo 10 del Real Decreto-ley 
9/2009, la principal modificación que se introduce es la 
ampliación de los instrumentos que puede adquirir el 
FROB para incluir los convertibles en acciones, lo que 
supera el marco anterior circunscrito a las participacio-
nes preferentes.

IV

El Título III prevé la modificación del Real Decreto-
ley 11/2010, de 9 de julio, de órganos de gobierno y 
otros aspectos del régimen jurídico de las Cajas de 
Ahorros.

Por un lado, se pretende la simplificación de la 
estructura organizativa y los requisitos operativos de las 
Cajas de Ahorros que ejercen su actividad de forma 
indirecta. Así, los órganos de gobierno se reducen a la 
Asamblea General y al Consejo de Administración, 
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siendo potestativa la Comisión de Control. Del mismo 
modo, se señala que el número de miembros de los 
órganos de gobierno así como la periodicidad de sus 
sesiones serán determinados por los estatutos de la Caja 
de Ahorros atendiendo a la dimensión económica y a la 
actividad de la entidad, con el fin de que se produzca un 
ajuste y redimensionamiento de la estructura organiza-
tiva de las Cajas de Ahorros a una nueva realidad, en la 
que se han desprendido de toda la actividad financiera 
que desarrollaban.

Por otro lado, se establece un límite a la disposición 
de los excedentes que obtengan las Cajas de Ahorros de 
modo que, sin perjuicio del cumplimiento de lo dis-
puesto en la normativa de recursos propios, las cajas de 
ahorros de ejercicio indirecto no podrán destinar más 
del 10 % de sus excedentes de libre disposición a gas-
tos diferentes de los correspondientes a la obra social. 
Y ello sin perjuicio de que pueda autorizarse el destino 
de porcentajes superiores necesarios para atender a gas-
tos esenciales de funcionamiento de las entidades. 
También se introducen disposiciones para simplificar el 
funcionamiento, periodicidad y forma de convocatoria 
de las Asambleas Generales.

Continuando con la línea de simplificación del fun-
cionamiento de las Cajas de Ahorros de ejercicio indi-
recto, se les exime expresamente del cumplimiento de 
las obligaciones referidas a servicios de atención al 
cliente, que, en todo caso, deberán ser cumplidas por la 
entidad de crédito a través de la cual ejerzan su activi-
dad. El Banco de España podrá adaptar o eximir igual-
mente del cumplimiento de los requerimientos organi-
zativos en materia de control interno, auditoría y gestión 
de riesgos recogidos en la Ley 13/1985, de 25 de mayo, 
y su normativa de desarrollo.

Finalmente, se introduce una referencia al supuesto 
en que las Cajas reduzcan su participación de modo que 
no alcance el 25 % de los derechos de voto, supuesto en 
el cual también deberán renunciar a la autorización 
para actuar como entidad de crédito, aunque mantuvie-
ran una posición de control.

En estos supuestos de pérdida de control o reduc-
ción de la participación por debajo del límite señalado, 
las Cajas de Ahorros perderán su condición de entida-
des de crédito y se transformarán en una fundación 
especial. Se establecen determinadas especificidades 
para las fundaciones de carácter especial de ámbito 
estatal.

V

El Título IV contiene el régimen aplicable a las 
retribuciones de los administradores y directivos de 
entidades de crédito que hayan precisado o necesiten en 
el futuro apoyo financiero del Fondo de Reestructura-
ción Ordenada Bancaria. Dicho régimen parte de una 
distinción entre las entidades participadas mayoritaria-
mente por el Fondo y aquellas que, de otro modo, han 
sido asistidas por él, imponiendo unas reglas más 

estrictas en el caso de las primeras. Las reglas conteni-
das en este título no hacen sino continuar la senda mar-
cada por las recomendaciones del Financial Stability 
Board (FSB) y de la Comisión Europea, la Directi-
va 2010/76/UE, de 24 de noviembre de 2010 y las nor-
mas que han incorporado al derecho español esta última. 
Asimismo, el régimen establecido ha tomado en consi-
deración el contenido del Informe sobre Remuneracio-
nes emitido el pasado 27 de enero por el Banco de 
España en respuesta a la solicitud del Ministro de Eco-
nomía y Competitividad.

VI

Asimismo, en la parte final de la norma se introduce 
un tratamiento especial y más flexible para aquellas enti-
dades de crédito que tengan en circulación participacio-
nes preferentes o instrumentos de deuda obligatoriamen-
te convertibles emitidas antes de la entrada en vigor de 
este real decreto-ley. Podrán incluir en el plan de cumpli-
miento que desarrollen, la solicitud de diferir el pago de la 
remuneración prevista a pesar de la ausencia de beneficios 
o reservas distribuibles o la existencia de un déficit de 
recursos propios. Al mismo tiempo, se modifica la dispo-
sición transitoria tercera del Real Decreto-ley 2/2011, 
de 18 de febrero, para el reforzamiento del sistema finan-
ciero, flexibilizando algunos requisitos de estos instru-
mentos de deuda obligatoriamente convertibles para su 
cómputo como capital principal.

Finalmente, con el fin de facilitar la gestión de las 
garantías financieras que otorgan las entidades finan-
cieras a favor del Banco de España, del Banco Central 
Europeo o de otros bancos centrales nacionales de la 
Unión Europea, se modifica la disposición adicional 
sexta de la Ley 13/1994, de 1 de junio, de Autonomía 
del Banco de España. Ello tendrá como consecuencia 
una reducción en el coste operativo de dichas actuacio-
nes además de repercutir favorablemente en las opera-
ciones que las entidades financieras llevan a cabo con 
el Eurosistema, destacando, en especial, una mayor 
facilidad operativa para recibir financiación del mismo.

En definitiva, la adopción de las medidas contem-
pladas en este Real Decreto-ley conduce al fortaleci-
miento del sector financiero por la vía de acometer el 
necesario saneamiento de su situación financiera. Los 
efectos de la crisis inmobiliaria sobre los balances de 
las entidades han generado una espiral de incertidum-
bre sobre el conjunto del sector que no puede prolon-
garse más. Resulta, por ello, imperativo e ineludible en 
el actual contexto económico, intervenir legislativa-
mente al objeto de eliminar las incertidumbres sobre 
nuestra estabilidad financiera y contribuir a reforzar la 
confianza en nuestro sistema financiero, consiguiendo 
que se originen dinámicas positivas que generen crédi-
to y faciliten el acceso a la financiación por parte de 
nuestras empresas y familias. Es por ello que la adop-
ción de tales medidas exige acudir al procedimiento del 
real decreto-ley, cumpliéndose los requisitos del artícu-
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lo 86 de la Constitución Española en cuanto a su 

extraordinaria y urgente necesidad.

En su virtud, haciendo uso de la autorización conte-

nida en el artículo 86 de la Constitución española, a 

propuesta del Ministro de Economía y Competitividad, 

y previa deliberación del Consejo de Ministros en su 

reunión del día 3 de febrero de 2012,

DISPONGO:

TÍTULO I

Saneamiento de las entidades de crédito

Artículo 1. Medidas para el saneamiento de los balan-

ces de las entidades de crédito.

1. A las financiaciones y activos adjudicados o 

recibidos en pago de deudas relacionados con el suelo 

para promoción inmobiliaria y con las construcciones o 

promociones inmobiliarias, correspondientes a la acti-

vidad en España de las entidades de crédito, tanto exis-

tentes a 31 de diciembre de 2011 como procedentes de 

la refinanciación de los mismos en una fecha posterior, 

y que a la referida fecha tuvieran una clasificación dis-

tinta de riesgo normal, les serán de aplicación las reglas 

de estimación contenidas en el Anexo I para determinar 

su deterioro.

2. Sobre el total de las financiaciones de la natura-

leza indicada en el apartado 1 que, a 31 de diciembre 

de 2011, estuviesen clasificadas como riesgo normal, 

se constituirá, por una sola vez, una cobertura del 7 % 

de su saldo vivo en dicha fecha. El importe de dicha 

cobertura podrá ser utilizado por las entidades exclusi-

vamente para la constitución de las coberturas específi-

cas que resulten necesarias como consecuencia de la 

reclasificación posterior como activos dudosos o subes-

tándar de cualesquiera de dichas financiaciones o de la 

adjudicación o recepción de activos en pago de dichas 

deudas.

3. Los grupos consolidables de entidades de crédi-

to, así como las entidades de crédito no integradas en 

un grupo consolidable, que, de conformidad con lo dis-

puesto en el artículo 1 del Real Decreto-ley 2/2011, 

de 18 de febrero, para el reforzamiento del sistema 

financiero, deban cumplir un nivel mínimo de capital 

principal, deberán contar con un exceso adicional por 

el importe que resulte de los cálculos previstos en el 

Anexo II, en relación con los activos señalados en el 

apartado 1.

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 1 

del artículo 2, las entidades de crédito y los grupos con-

solidables de entidades de crédito a los que resulten de 

aplicación los apartados 1 a 3 anteriores, deberán cum-

plir con lo previsto en ellos antes del 31 de diciembre 

de 2012.

Para ello, antes del 31 de marzo de 2012, presenta-
rán al Banco de España un plan en el que detallarán las 
medidas que tienen previsto adoptar.

El plan presentado deberá ser aprobado por el Banco 
de España en el plazo de quince días hábiles, pudiendo 
incluir éste las modificaciones o medidas adicionales 
necesarias para garantizar el cumplimiento de lo pre-
visto en el presente real decreto-ley.

5. Las obligaciones previstas en este real decreto-
ley se considerarán normas de ordenación y disciplina, 
incurriendo las entidades y personas que las incumplan 
en responsabilidad administrativa sancionable con 
arreglo a lo dispuesto en el Título I de la Ley 26/1988, 
de 29 de julio, sobre Disciplina e Intervención de las 
Entidades de Crédito.

6. El incumplimiento de lo previsto en los aparta-
dos 1 y 2 de este artículo 1 se considerará infracción grave 
o muy grave de acuerdo con lo previsto en la letra h) del 
artículo 5 y en la letra c) del artículo 4 de la Ley 26/1988, 
de 29 de julio, sobre Disciplina e Intervención de las 
Entidades de Crédito.

7. El incumplimiento de lo previsto en el apartado 3 
de este artículo 1 se considerará infracción grave o muy 
grave de acuerdo con lo previsto en la letra h) del artí-
culo 5 y en la letra c) del artículo 4 de la Ley 26/1988, 
de 29 de julio, sobre Disciplina e Intervención de las 
Entidades de Crédito.

Artículo 2. Procesos de integración.

1. Las entidades de crédito que lleven a cabo pro-
cesos de integración durante el ejercicio 2012 dispon-
drán de doce meses desde la autorización de la opera-
ción de integración prevista en el apartado 4 siguiente 
para dar cumplimiento a los requerimientos previstos 
en el artículo 1.

2. Podrán acogerse a este régimen aquellos proce-
sos de integración iniciados a partir del 1 de septiembre 
de 2011 siempre y cuando cumplan los siguientes 
requisitos:

a) La integración de las entidades participantes en 
la operación deberá generar un balance total inicial 
superior en al menos un 20 % al balance total de los 
negocios en España de la mayor de las entidades parti-
cipantes. A propuesta del Banco de España se podrá 
exceptuar este requisito en la resolución final, aun 
cuando no se alcance esa cifra, atendiendo a las cir-
cunstancias concurrentes en operaciones de análoga 
dimensión, sin que en ningún caso el incremento pueda 
ser inferior al 10 % del balance total de los negocios en 
España de la mayor de las entidades participantes.

b) El proceso de integración deberá llevarse a 
cabo a través de operaciones que supongan modifica-
ciones estructurales conforme a la normativa vigente o 
de operaciones de adquisición de entidades que, a la 
fecha de entrada en vigor de este real decreto-ley, se 
encuentren participadas mayoritariamente por el Fondo 
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de Reestructuración Ordenada Bancaria. Este régimen 
no será de aplicación a procesos de integración que 
descansen exclusivamente sobre vínculos contractua-
les, salvo en aquellos procesos en los que solo partici-
pen cooperativas de crédito.

c) Las entidades participantes adoptarán medidas 
tendentes a la mejora de su gobierno corporativo y 
deberán presentar un plan de remuneración de directi-
vos y administradores. Con carácter general se adapta-
rán a lo dispuesto en el Código Unificado de buen 
gobierno de las sociedades cotizadas y, en particular, 
deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 13 del 
Real Decreto-ley 9/2009, de 26 de junio, sobre rees-
tructuración bancaria y reforzamientos de los recursos 
propios de las entidades de crédito.

d) El proyecto de integración incluirá un objetivo 
cuantificado de incremento de crédito a las familias y 
pequeñas y medianas empresas durante los tres ejerci-
cios siguientes a la integración.

e) El proyecto de integración deberá igualmente 
incluir un plan de desinversión de activos relacionados 
con riegos inmobiliarios durante los tres ejercicios 
siguientes a la integración.

f) La entidad resultante deberá ser viable desde la 
perspectiva económico-financiera.

g) Las juntas de accionistas o asambleas generales 
de las entidades que se integran deberán votar favorable-
mente el acuerdo de integración antes del 30 de septiem-
bre de 2012. En todo caso, la integración deberá con-
cluirse no más tarde del 1 de enero de 2013.

3. Este régimen no será de aplicación a procesos 
de integración en los que únicamente participen entida-
des que pertenezcan a un mismo grupo de entidades de 
crédito.

4. La operación de integración deberá ser autori-
zada por el Ministro de Economía y Competitividad en 
el plazo de un mes a contar desde la presentación de la 
solicitud de autorización.

Dicha solicitud deberá presentarse ante la Secretaría 
General del Tesoro y Política Financiera antes del 31 de 
mayo de 2012. El cumplimiento de dicho plazo no será 
exigible en el caso de operaciones de adquisición de 
entidades que, a la fecha de entrada en vigor de este 
real decreto-ley, se encuentren participadas mayorita-
riamente por el Fondo de Reestructuración Ordenada 
Bancaria. A la misma se acompañará el proyecto que 
acredite el cumplimiento de los requisitos previstos en 
las letras a) a f) del apartado 2.

El Banco de España y la Comisión Nacional del 
Mercado de Valores, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, emitirán informe sobre el cumplimiento 
de dichos requisitos atendiendo especialmente a la via-
bilidad de la entidad resultante, pudiendo recabar a 
tales efectos todos aquellos informes que consideren 
oportunos.

El otorgamiento de la autorización prevista en este 
apartado determinará que no se requiera ninguna auto-

rización administrativa ulterior en el ámbito de la orde-
nación del crédito y la banca, incluida aquella a que se 
refiere el párrafo tercero del artículo 10.1 del Real 
Decreto-ley 9/2009, de 26 de junio, sobre reestructura-
ción bancaria y reforzamientos de los recursos propios 
de las entidades de crédito. En todo caso, serán exigi-
bles las establecidas por la legislación en materia de 
defensa de la competencia.

5. En el curso del procedimiento de autorización 
de la integración se valorarán los acuerdos marco o pro-
tocolos existentes o que se firmen entre las entidades 
concernidas, en particular, en aquellos supuestos en 
que se produzca la atribución a alguna de ellas de un 
grado de control superior al que corresponda a su parti-
cipación en la entidad resultante, pudiendo condicio-
narse la autorización a la introducción de las oportunas 
modificaciones en los mismos.

TÍTULO II

Modificación del Real Decreto-ley 9/2009, de 26 de 
junio, sobre reestructuración bancaria y refor-
zamientos de los recursos propios de las entidades 

de crédito

Artículo 3. Modificación del Real Decreto-ley 9/2009, 
de 26 de junio, sobre reestructuración bancaria y 
reforzamientos de los recursos propios de las enti-
dades de crédito.

El Real Decreto-ley 9/2009, de 26 de junio, sobre 
reestructuración bancaria y reforzamiento de los recur-
sos propios de las entidades de crédito queda modifica-
do como sigue:

Uno. El segundo párrafo del artículo 2.5 queda 
redactado en los siguientes términos:

«Los recursos ajenos obtenidos por el Fondo de 
Reestructuración Ordenada Bancaria, cualquiera que 
sea la modalidad de su instrumentación, no deberán 
sobrepasar el montante de tres veces la dotación que 
exista en cada momento. No obstante, el Ministro de 
Hacienda y Administraciones Públicas podrá autorizar 
que se sobrepase dicho límite, sin que, en ningún caso, 
la financiación ajena del Fondo de Reestructuración 
Ordenada Bancaria pueda suponer más de seis veces su 
dotación.»

Dos. El artículo 7.2.b) queda redactado en los 
siguientes términos:

«b) En el plazo de un mes desde su designación, el 
Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria elabo-
rará un informe detallado sobre la situación patrimonial 
y la viabilidad de la entidad y someterá a la aprobación 
del Banco de España un plan de reestructuración de la 
entidad que permita la superación de la situación de 
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dificultad en que se encuentre mediante su fusión con 
otra u otras entidades de reconocida solvencia o el tras-
paso parcial o total de su negocio a otra u otras entida-
des a través de la cesión global o parcial de sus activos 
y pasivos mediante procedimientos que aseguren la 
competencia, como, entre otros, el sistema de subasta. 
A petición razonada del Fondo de Reestructuración 
Ordenada Bancaria, el Banco de España podrá ampliar 
el citado plazo hasta un máximo de seis meses. Simul-
táneamente, el Fondo de Reestructuración Ordenada 
Bancaria elevará al Ministro de Hacienda y Adminis-
traciones Públicas y al Ministro de Economía y Com-
petitividad una memoria económica en la que se detalle 
el impacto financiero del plan de reestructuración pre-
sentado sobre los fondos aportados con cargo a los Pre-
supuestos Generales del Estado. Sobre la base de los 
informes emitidos por la Secretaría General del Tesoro 
y Política Financiera y por la Intervención General de 
la Administración del Estado, el Ministro de Hacienda 
y Administraciones Públicas podrá oponerse, motiva-
damente, en el plazo de cinco días hábiles desde que le 
sea elevada dicha memoria.»

Tres. El artículo 9 queda redactado en los siguien-
tes términos:

«Artículo 9. Instrumentos para el reforzamiento 
de los recursos propios de las entidades de crédito.

1. El Fondo de Reestructuración Ordenada Banca-
ria podrá adquirir acciones ordinarias representativas 
del capital social o aportaciones al capital social de las 
entidades, que, sin incurrir en las circunstancias esta-
blecidas en el artículo 6 de este real decreto-ley, necesi-
ten reforzar sus recursos propios y así lo soliciten.

2. La suscripción de los títulos a los que se refiere 
el apartado anterior estará condicionada a la elaboración 
por la entidad solicitante de un plan de recapitalización, 
con el contenido que se precisa en el Capítulo II. Dicho 
plan deberá ser aprobado por el Banco de España, que 
deberá suministrar la información del mismo al Ministe-
rio de Economía y Competitividad a través de la Secreta-
ría General del Tesoro y Política Financiera.

La adquisición de acciones ordinarias representati-
vas del capital social por parte del Fondo de Reestruc-
turación Ordenada Bancaria requerirá que se acuerde la 
supresión del derecho de suscripción preferente de los 
accionistas existentes en el momento de la adopción del 
acuerdo de emisión, o la renuncia por todos ellos a ese 
derecho.

3. Con carácter previo a la decisión sobre la sus-
cripción de títulos, el Fondo de Reestructuración Orde-
nada Bancaria elevará al Ministro de Hacienda y Admi-
nistraciones Públicas y al Ministro de Economía y 
Competitividad una memoria económica en la que se 
detalle el impacto financiero de esa adquisición sobre 
los fondos aportados con cargo a los Presupuestos 
Generales del Estado. Sobre la base de los informes 

emitidos por la Secretaría General del Tesoro y Política 

Financiera y por la Intervención General de la Admi-

nistración del Estado, el Ministro de Hacienda y Admi-

nistraciones Públicas podrá oponerse, motivadamente, 

en el plazo de 5 días hábiles desde que le sea elevada 

dicha memoria.

4. Las aportaciones comprometidas por el Fondo 

de Reestructuración Ordenada Bancaria podrán reali-

zarse en efectivo o mediante la entrega de valores 

representativos de deuda pública o valores emitidos por 

el propio Fondo. Asimismo, el Fondo de Reestructura-

ción Ordenada Bancaria podrá satisfacer las aportacio-

nes comprometidas mediante compensación de los cré-

ditos que ostente frente a las entidades solicitantes.

5. El precio de adquisición o suscripción se fijará 

de acuerdo con el valor económico de la entidad de cré-

dito, que será determinado por uno o varios expertos 

independientes a designar por el Fondo de Reestructu-

ración Ordenada Bancaria. La valoración se llevará a 

cabo a través de un procedimiento que desarrollará el 

Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria siguien-

do las metodologías comúnmente aceptadas y tomará 

como base las proyecciones económico-financieras 

para el negocio de la entidad en cuestión que elaboren 

los expertos designados por el Fondo de Reestructura-

ción Ordenada Bancaria. Entre otros factores, esta 

valoración tendrá en cuenta, en su caso, las operaciones 

de saneamiento de carácter extraordinario acometidas 

por las entidades.

Si durante los cinco meses anteriores a la suscripción 

se hubiera colocado entre terceros inversores un porcen-

taje de capital significativo, a los efectos de poder consi-

derar el precio pagado como valor de mercado, y dicho 

porcentaje fuera superior al que adquiera el Fondo de 

Reestructuración Ordenada Bancaria, el precio de sus-

cripción será el mismo al que se hubiese realizado la 

citada colocación. Si, tratándose de un porcentaje de 

capital significativo, dicho porcentaje fuera inferior al 

adquirido por el Fondo de Reestructuración Ordenada 

Bancaria, el precio de suscripción tendrá como referen-

cia el precio de la citada colocación. En todo caso la 

adquisición o suscripción se realizará de conformidad 

con la normativa española y de la Unión Europea en 

materia de competencia y ayudas de Estado.

La fijación del precio de suscripción se realizará 

previo informe de la Intervención General de la Admi-

nistración del Estado.

6. La suscripción de acciones y aportaciones al 

capital social por el Fondo de Reestructuración Orde-

nada Bancaria determinará, en todo caso, por sí misma 

y sin necesidad de ningún otro acto o acuerdo, su incor-

poración al órgano de administración de la entidad emi-

sora al objeto de garantizar el cumplimiento adecuado 

del Plan de Recapitalización. El Fondo de Reestructu-

ración Ordenada Bancaria nombrará a la persona o per-

sonas físicas que ostenten su representación a tal efecto 
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y dispondrá en el órgano de administración de tantos 

votos como los que resulten de aplicar al número total 

de votos su porcentaje de participación en la entidad.

A los efectos de lo previsto en el apartado séptimo 

del artículo 5 del Real Decreto-ley 11/2010, de 9 de 

julio, de órganos de gobierno y otros aspectos del régi-

men jurídico de las Cajas de Ahorros, no se tendrá en 

cuenta la participación del Fondo de Reestructuración 

Ordenada Bancaria en el capital social de una entidad.

7. Será de aplicación a los títulos suscritos por el 

Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria en ejerci-

cio de las funciones que se le encomiendan en este artí-

culo lo dispuesto en los apartados 6 y 9 del artículo 7.

8. A fin de asegurar una mayor eficiencia en el 

uso de los recursos públicos la desinversión por el 

Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria de los 

títulos suscritos en ejercicio de las funciones que se le 

encomiendan en este artículo se realizará mediante su 

enajenación a través de procedimientos competitivos y 

dentro de un plazo no superior a los tres años a contar 

desde la fecha de su suscripción. El Fondo de Rees-

tructuración Ordenada Bancaria podrá adoptar cual-

quiera de las medidas previstas en el apartado 3 del 

artículo 7 para apoyar el procedimiento competitivo de 

desinversión.

Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo anterior, el 

Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria podrá 

concurrir junto con alguno o algunos de los demás 

socios o accionistas de la entidad de crédito en cuestión 

a los eventuales procesos de venta de títulos en los mis-

mos términos que estos puedan concertar.

La enajenación se realizará previo informe de la 

Intervención General de la Administración del Estado.

Lo previsto en este apartado se entenderá sin perjui-

cio del cumplimiento de la legislación aplicable en 

materia de defensa de la competencia.

9. Con periodicidad trimestral, la entidad solici-

tante remitirá al Fondo de Reestructuración Ordenada 

Bancaria un informe sobre el grado de cumplimiento de 

las medidas contempladas en el plan de recapitaliza-

ción aprobado. El Fondo de Reestructuración Ordenada 

Bancaria, a la vista del contenido de ese informe, podrá 

requerir la adopción de las acciones que sean necesa-

rias para asegurar que el plan de recapitalización se 

lleva efectivamente a término.

10. Si, como consecuencia de la evolución de la 

situación económico-financiera de la entidad o del des-

envolvimiento de las condiciones de los mercados, el 

plan de recapitalización no pudiera llevarse a cabo y la 

entidad se encontrase en la situación prevista en el artí-

culo 6, se aplicará a dicha entidad lo dispuesto en el 

artículo 7, debiendo preverse en los planes que, con 

arreglo a ese artículo, se apruebe lo que proceda respec-

to de los títulos suscritos por el Fondo de Reestructura-

ción Ordenada Bancaria.»

Cuatro. El artículo 10 queda redactado en los 
siguientes términos:

«Artículo 10. Medidas de apoyo a procesos de 
integración de entidades de crédito.

1. El Fondo de Reestructuración Ordenada Banca-
ria podrá igualmente adquirir títulos emitidos por enti-
dades de crédito que, sin incurrir en las circunstancias 
establecidas en el artículo 6 del presente real decreto-
ley, vayan a acometer un proceso de integración y nece-
siten reforzar sus recursos propios.

A tal efecto, las entidades en cuestión elaborarán un 
plan de integración que deberá contener compromisos 
específicos de mejora de su eficiencia, de racionaliza-
ción de su administración y gerencia, así como de redi-
mensionamiento de su capacidad productiva y todo ello 
con la finalidad de mejorar sus perspectivas futuras.

El plan de integración deberá contar con la aproba-
ción del Banco de España.

Al decidir sobre la adopción de alguna de estas 
medidas, el Fondo de Reestructuración Ordenada Ban-
caria deberá tener en cuenta el plazo y riesgo de la ope-
ración, la necesidad de evitar distorsiones competitivas 
así como que con ello se facilite la ejecución y cum-
plimiento del plan de integración aprobado por el 
Banco de España. En todo caso, la decisión estará pre-
sidida por el principio de utilización más eficiente de 
los recursos públicos.

2. Los títulos a los que se refiere el apartado 1 
anterior serán instrumentos convertibles en acciones o 
en aportaciones al capital social.

Las entidades emisoras deberán aprobar, en el 
momento de la adopción del acuerdo de emisión de los 
títulos previstos en este artículo, los acuerdos necesa-
rios para la ampliación de capital o la suscripción de 
aportaciones al capital en la cuantía necesaria. Los tér-
minos y condiciones de la retribución de los títulos se 
establecerán teniendo en cuenta la normativa de ayudas 
de Estado.

La adquisición de títulos convertibles por parte del 
Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria requeri-
rá que se acuerde la supresión del derecho de suscrip-
ción preferente de los accionistas o cuotapartícipes 
existentes en el momento de la adopción del acuerdo de 
emisión, o la renuncia por todos ellos a ese derecho.

Las entidades emisoras deberán comprometerse a 
recomprar o amortizar los títulos suscritos por el Fondo 
de Reestructuración Ordenada Bancaria tan pronto 
como estén en condiciones de hacerlo en los términos 
comprometidos en el plan de integración. Transcurri-
dos cinco años desde el desembolso sin que los títulos 
hayan sido recomprados por la entidad, el Fondo de 
Reestructuración Ordenada Bancaria podrá solicitar su 
conversión en acciones o en aportaciones sociales del 
emisor. El ejercicio de esta facultad deberá realizarse, 
en su caso, en el plazo máximo de seis meses contados 
a partir de la finalización del quinto año desde que se 
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produjo el desembolso. No obstante lo anterior, el 
acuerdo de emisión deberá contemplar asimismo la 
convertibilidad de los títulos a instancia del Fondo de 
Reestructuración Ordenada Bancaria si, antes del trans-
curso del plazo de cinco años, el Banco de España con-
sidera improbable, a la vista de la situación de la enti-
dad o su grupo, que su recompra o amortización pueda 
llevarse a cabo en ese plazo.

La conversión se realizará en condiciones de merca-
do y de acuerdo con el valor económico de la entidad 
emisora de los títulos en ese momento, que se determi-
nará con arreglo a lo previsto en el artículo 9.5 del pre-
sente real decreto-ley.

Los títulos emitidos al amparo de lo dispuesto en 
este precepto serán computables como recursos propios 
básicos y como capital principal, sin que para ello sea 
obligatorio que coticen en un mercado secundario orga-
nizado. A estos efectos, no les serán de aplicación las 
limitaciones que la Ley establece para la computabili-
dad de los recursos propios y del capital principal.

El acuerdo de emisión de estos títulos deberá ajus-
tarse a las restantes condiciones comprometidas en el 
plan de integración.

3. Con carácter previo a la efectiva adopción de 
alguna de las medidas previstas en este artículo, el 
Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria elevará 
al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas y 
al Ministro de Economía y Competitividad una memo-
ria económica en la que se detalle su impacto financie-
ro sobre los fondos aportados con cargo a los Presu-
puestos Generales del Estado. Sobre la base de los 
informes emitidos por la Secretaría General del Tesoro 
y Política Financiera y por la Intervención General de 
la Administración del Estado, el Ministro de Hacienda 
y Administraciones Públicas podrá oponerse, motiva-
damente, en el plazo de cinco días hábiles desde que le 
sea elevada dicha memoria.

4. La desinversión por el Fondo de Reestructura-
ción Ordenada Bancaria de los títulos que adquiera al 
amparo de lo previsto en este artículo se realizará 
mediante su recompra de los títulos por la entidad emi-
sora o su enajenación a terceros. Cuando la desinversión 
de dichos títulos o de los resultantes de su conversión se 
realice mediante su enajenación a terceros, ésta deberá 
llevarse a cabo a través de procedimientos competitivos 
y dentro de un plazo no superior a los cinco años a con-
tar desde el desembolso, plazo que no será de aplicación 
en el caso de que a la entidad le sea de aplicación el 
apartado 8 de este artículo. La desinversión de aporta-
ciones al capital social no estará sujeta a ninguna limita-
ción legal o estatutaria. El Fondo de Reestructuración 
Ordenada Bancaria podrá adoptar cualquiera de las 
medidas previstas en el apartado 3 del artículo 7 para 
apoyar el procedimiento competitivo de desinversión.

5. A la conversión de los títulos le será de aplica-
ción lo dispuesto en los apartados 6 y 9 del artículo 7.

6. Con periodicidad trimestral, la entidad designa-
da por las entidades involucradas en el proceso de inte-

gración o, en su caso, la entidad resultante del mismo 
remitirá al Fondo de Reestructuración Ordenada Ban-
caria un informe sobre el grado de cumplimiento de las 
medidas contempladas en el plan de integración apro-
bado. El Fondo de Reestructuración Ordenada Banca-
ria, a la vista del contenido de ese informe, podrá 
requerir la adopción de las acciones que sean necesa-
rias para asegurar que el plan de integración se lleva 
efectivamente a término.

7. Si como consecuencia de la evolución de la 
situación económico-financiera de la entidad resultante 
del proceso de integración o del desenvolvimiento de 
las condiciones de los mercados, se advirtiera que el 
plan de integración no puede cumplirse en los términos 
en que fue aprobado, la entidad podrá solicitar al Fondo 
de Reestructuración Ordenada Bancaria una modifica-
ción de dichos términos, que podrá incluir, entre otros 
aspectos, una extensión del plazo de recompra de los 
títulos suscritos por el Fondo al que se refiere el aparta-
do 2 anterior, hasta dos años más. La modificación del 
plan de integración acordada con el Fondo de Reestruc-
turación Ordenada Bancaria deberá ser aprobada por el 
Banco de España.

8. Si como consecuencia de la evolución de la 
situación económico-financiera de la entidad resultante 
del proceso de integración o del desenvolvimiento de 
las condiciones de los mercados, el plan de integración 
no pudiera llevarse a cabo y la entidad se encontrase en 
la situación prevista en el artículo 6, se aplicará a dicha 
entidad lo dispuesto en el artículo 7, debiendo preverse 
en los planes que, con arreglo a ese artículo, se aprue-
ben lo que proceda respecto de los títulos suscritos por 
el Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria.»

TÍTULO III

Modificación del Real Decreto-ley 11/2010, de 9 de 
julio, de órganos de gobierno y otros aspectos del 

régimen jurídico de las Cajas de Ahorros

Artículo 4. Modificación del Real Decreto-ley 11/2010, 
de 9 de julio, de órganos de gobierno y otros aspec-
tos del régimen jurídico de las Cajas de Ahorros.

El Real Decreto-ley 11/2010, de 9 de julio, de órga-
nos de gobierno y otros aspectos del régimen jurídico 
de las Cajas de Ahorros, queda modificado de la 
siguiente manera:

Uno. El artículo 5 queda redactado en los siguien-
tes términos:

«Artículo 5. Ejercicio indirecto de la actividad 
financiera de las cajas de ahorros.

1. Las cajas de ahorros podrán desarrollar su obje-
to propio como entidad de crédito a través de una enti-
dad bancaria a la que aportarán todo su negocio finan-
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ciero. Igualmente podrán aportar todo o parte de sus 
activos no financieros adscritos al mismo.

2. La entidad bancaria a través de la cual la caja de 
ahorros ejerza su actividad como entidad de crédito 
podrá utilizar en su denominación social y en su activi-
dad expresiones que permitan identificar su carácter ins-
trumental, incluidas las denominaciones propias de la 
caja de ahorros de la que dependa.

3. A las cajas de ahorros que desarrollen su activi-
dad como entidad de crédito a través de una entidad 
bancaria de acuerdo con lo previsto en este artículo les 
serán de aplicación las siguientes especialidades:

a) Los órganos de gobierno de la caja serán la 
Asamblea General, el Consejo de Administración y, 
potestativamente, la Comisión de Control.

b) La representación de los intereses colectivos de 
los impositores, de las corporaciones municipales que 
no tuviesen la condición de entidad fundadora de la 
caja y de los trabajadores en sus órganos de gobierno se 
establecerá de la siguiente manera:

i. La representación de las corporaciones munici-
pales se llevará a cabo sobre la base de aquellas en cuyo 
término tenga abierta oficina la entidad bancaria a tra-
vés de la cual la caja de ahorros desarrolle su actividad 
financiera.

ii. La representación de los grupos de impositores 
y trabajadores se llevará a cabo sobre la base de los 
correspondientes colectivos de la entidad bancaria 
a través de la cual la caja de ahorros desarrolle su acti-
vidad financiera. La representación de los trabajadores 
en los órganos de gobierno incluirá asimismo a los 
empleados de la caja de ahorros.

El número de miembros de los órganos de gobierno 
así como la periodicidad de sus sesiones serán determi-
nados por los estatutos de la Caja de Ahorros atendiendo 
a la dimensión económica y a la actividad de la entidad.

4. Sin perjuicio del cumplimiento de lo dispuesto 
en la normativa de recursos propios, las cajas de aho-
rros a las que se refiere el presente artículo no podrán 
destinar más del 10 % de los excedentes de libre dispo-
sición a gastos diferentes a los correspondientes a su 
obra social. No obstante, el Banco de España podrá 
autorizar el destino de porcentajes superiores necesa-
rios para atender gastos esenciales de funcionamiento 
de las entidades.

5. Las Asambleas Generales podrán ser ordinarias 
o extraordinarias.

Las Asambleas ordinarias se celebrarán una vez al 
año. Por su parte, las Asambleas extraordinarias se 
celebrarán tantas veces cuantas sean expresamente con-
vocadas.

La Asamblea general será convocada por el Consejo 
de Administración mediante anuncio publicado en el 
«Boletín Oficial del Registro Mercantil» y en la página 
web de la Caja, con quince días, al menos, de antelación. 

La convocatoria expresará la fecha, lugar y orden del 

día, así como la fecha y hora de reunión en segunda 

convocatoria.

Los estatutos podrán establecer, en sustitución del 

sistema anterior, que la convocatoria se realice median-

te anuncio publicado en la página web de la Caja, o por 

cualquier procedimiento de comunicación, individual y 

escrita, que asegure la recepción del anuncio por todos 

los Consejeros Generales.

La Asamblea general quedará válidamente consti-

tuida en primera convocatoria cuando los Consejeros 

generales presentes y, en su caso, los cuotapartícipes 

presentes o representados posean, al menos, el cincuen-

ta por ciento de los derechos de voto. La constitución 

en segunda convocatoria será válida cualquiera que sea 

el número de asistentes. Los Consejeros generales no 

podrán estar representados por otro Consejero o por 

tercera persona, sea física o jurídica.

6. Las cajas de ahorros que desarrollen su objeto 

propio como entidad de crédito a través de una entidad 

bancaria conforme a lo previsto en este artículo estarán 

eximidas de las obligaciones contenidas en la sección 1.ª 

del capítulo V de la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, 

de Medidas de Reforma del Sistema Financiero y su 

normativa de desarrollo.

Adicionalmente, el Banco de España podrá adaptar 

o eximir del cumplimiento de los requerimientos pru-

denciales y organizativos en materia de control interno, 

auditoría y gestión de riesgos recogidos en la Ley 

13/1985, de 25 de mayo, de Coeficientes de Inversión, 

Recursos Propios y Obligaciones de Información de los 

intermediarios financieros, y su normativa de desarro-

llo, de manera individual a las cajas de ahorros previs-

tas en este artículo.

En todo caso las obligaciones contempladas en los 

párrafos anteriores serán cumplimentadas por la enti-

dad bancaria a través de la cual las cajas de ahorros 

ejercen su actividad.

7. Si una Caja de Ahorros dejase de ostentar el 

control en los términos del artículo 42 del Código de 

Comercio o redujese su participación de modo que no 

alcance el 25 % de los derechos de voto de la entidad de 

crédito a la que se refiere la presente disposición, debe-

rá renunciar a la autorización para actuar como entidad 

de crédito según lo previsto en la Ley de Ordenación 

Bancaria de 31 de diciembre de 1946 y proceder a su 

transformación en fundación especial con arreglo a lo 

previsto en el artículo siguiente.

8. Lo establecido en la presente disposición será tam-

bién de aplicación a aquellas cajas de ahorros que, de forma 

concertada, ejerzan en exclusiva su objeto como entidades 

de crédito a través de una entidad de crédito controlada con-

juntamente por todas ellas conforme a lo dispuesto en el 

artículo 8.3 de la Ley 13/1985 de 25 de mayo.

En particular, la pérdida de control y la reducción 

de la participación conjunta por debajo del límite con-
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templado en el apartado anterior dará lugar a la pérdi-
da de la condición de entidades de crédito de todas 
las integrantes y a su transformación en fundaciones 
especiales.»

Dos. El artículo 6 queda redactado como sigue:

«Artículo 6. Transformación de cajas de ahorros 
en fundaciones de carácter especial.

1. Las Cajas de Ahorros podrán acordar la segre-
gación de sus actividades financiera y benéfico-social 
mediante el régimen previsto en este artículo en los 
siguientes casos:

a) Conforme a lo previsto en el apartado 7 del 
ar tículo anterior.

b) Como consecuencia de la renuncia a la autori-
zación para actuar como entidad de crédito y en los 
demás supuestos de revocación.

c) Como consecuencia de la intervención de 
la entidad de crédito en los supuestos previstos en la 
Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre Disciplina e Inter-
vención de las Entidades de Crédito.

A tal efecto traspasarán todo el patrimonio afecto a 
su actividad financiera a otra entidad de crédito a cam-
bio de acciones de esta última y se transformarán en 
una fundación de carácter especial perdiendo su condi-
ción de entidad de crédito.

Lo establecido en las letras a) y c) de este apartado 
será también de aplicación a aquellas cajas de ahorros 
que, de forma concertada, ejerzan en exclusiva su obje-
to como entidades de crédito a través de una entidad de 
crédito controlada conjuntamente por todas ellas. En tal 
caso, las cajas integrantes traspasarán todo el patrimo-
nio afecto a su actividad financiera a otra entidad de 
crédito a cambio de acciones de esta última y se trans-
formarán en fundaciones de carácter especial perdien-
do su condición de entidad de crédito.

La fundación centrará su actividad en la atención y 
desarrollo de su obra benéfico social, para lo cual podrá 
llevar a cabo la gestión de su cartera de valores. La fun-
dación deberá destinar a su finalidad benéfico-social el 
producto de los fondos, participaciones e inversiones que 
integren su patrimonio. Auxiliarmente, podrá llevar a 
cabo la actividad de fomento de la educación financiera.

2. Junto con el acuerdo de transformación, la 
Asamblea General de la Caja, o la de las Cajas de 
manera conjunta, acordará la constitución de fundacio-
nes de carácter especial, con aprobación de sus estatu-
tos y designación de su patronato. La segregación de la 
actividad financiera, por su parte, se regirá por lo esta-
blecido en la Ley 3/2009, de 3 de abril, sobre modifica-
ciones estructurales de las sociedades mercantiles.

3. Corresponde al Estado la supervisión y control 
de las fundaciones de carácter especial a las que se 
refiere el presente real decreto-ley, cuyo ámbito de 

actuación principal exceda el de una Comunidad Autó-
noma, a través del Protectorado que será ejercido por el 
Ministerio de Economía y Competitividad. En los 
supuestos de segregación se considerará ámbito de 
actuación de la fundación de carácter especial el de la 
entidad bancaria resultante de la segregación.

Las fundaciones de carácter especial a las que se 
refiere el presente real decreto-ley gozarán de persona-
lidad jurídica desde la inscripción de la escritura públi-
ca de su constitución en el correspondiente registro. En 
el caso de las fundaciones de ámbito estatal, dicha ins-
cripción se practicará en el Registro especial que al 
efecto se constituya en el Ministerio de Economía y 
Competitividad.

4. Las fundaciones de carácter especial se regirán 
por este real decreto-ley y su normativa de desarrollo. 
Supletoriamente, será de aplicación la normativa en 
materia de fundaciones.»

TÍTULO IV

Remuneraciones

Artículo 5. Remuneraciones en las entidades que 
reciban apoyo financiero público para su sanea-
miento o reestructuración.

1. Los administradores y los directivos de las enti-
dades de crédito participadas mayoritariamente por el 
Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria no per-
cibirán, durante el ejercicio 2012, retribución variable 
ni beneficios discrecionales de pensiones.

Sin perjuicio de lo anterior, las entidades previstas 
en este apartado ajustarán las condiciones retributivas 
de sus administradores y directivos a las previstas en el 
apartado 3 de este artículo y en la normativa que se 
dicte en desarrollo del mismo.

2. La retribución variable correspondiente a los 
ejercicios en los que subsista el apoyo financiero públi-
co de los administradores y directivos de las entidades 
de crédito que, sin hallarse mayoritariamente participa-
das por el Fondo de Reestructuración Ordenada Banca-
ria, hayan recibido apoyo financiero del mismo, se 
diferirá tres años, y estará condicionada a la obtención 
de los resultados que, en relación con el cumplimiento 
del plan elaborado para la obtención de aquel, justifi-
quen su percepción. El Banco de España apreciará la 
concurrencia de esta circunstancia en el ejercicio de la 
potestad atribuida por la norma 105, apartado 2.g de la 
Circular 3/2008, de 22 de mayo, del Banco de España, 
a entidades de crédito, sobre determinación y control 
de los recursos propios mínimos, sin perjuicio de la 
aplicación del resto de criterios fijados en ella.

Sin perjuicio de lo anterior, las entidades previstas 
en este apartado ajustarán las condiciones retributivas 
de sus administradores y directivos a las reglas previs-
tas en el apartado 3 de este artículo y en la normativa 
que se dicte en desarrollo del mismo.
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3. Las entidades que soliciten apoyo financiero 
del Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria para 
su saneamiento o reestructuración, como requisito 
necesario para disfrutar del mismo, deberán incorporar 
a los contratos que regulen su relación con sus conseje-
ros y directivos el contenido mínimo que determine el 
Ministro de Economía y Competitividad. La Orden 
Ministerial que se dicte en uso de esta habilitación con-
tendrá, entre otras, las siguientes reglas:

a) Limitaciones a la retribución con referencia de 
la aplicada a colectivos similares por la media de las 
entidades equiparables por tamaño y complejidad. En 
todo caso, las limitaciones respetarán las siguientes 
cuantías máximas anuales:

1.ª Retribución, por todos los conceptos, de los 
miembros de los órganos colegiados de administración 
de entidades participadas mayoritariamente por el 
Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria, distin-
tos de los contemplados en los siguientes números: 
50.000 euros.

2.ª Retribución, por todos los conceptos, de los 
miembros de los órganos colegiados de administración 
distintos de los contemplados en los siguientes núme-
ros, de las entidades que, sin hallarse mayoritariamente 
participadas por el Fondo de Reestructuración Ordena-
da Bancaria, reciban apoyo financiero del mismo: 
100.000 euros.

3.ª Retribución fija por todos los conceptos de 
Presidentes ejecutivos, Consejeros Delegados y directi-
vos de las entidades participadas mayoritariamente por 
el Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria: 
300.000 euros.

4.ª Retribución fija por todos los conceptos de 
Presidentes ejecutivos, consejeros delegados y directi-
vos de las entidades que, sin hallarse mayoritariamente 
participadas por el Fondo de Reestructuración Ordena-
da Bancaria, reciban apoyo financiero del mismo: 
600.000 euros.

Al efecto del cómputo de los límites anteriores, se 
tendrán en cuenta todas las retribuciones percibidas 
dentro del grupo al que pertenezca la entidad de crédi-
to. A esos mismos efectos, la retribución fija de los Pre-
sidentes y Consejeros ejecutivos incluirá las dietas que 
perciban por su pertenencia al Consejo de Administra-
ción u órganos dependientes del mismo.

b) Limitaciones a la retribución variable, expresa-
da en términos porcentuales sobre la retribución fija, 
con referencia a la aplicada a colectivos similares por la 
media de las entidades equiparables por tamaño y com-
plejidad, con aplicación de las reglas establecidas en el 
apartado 2 de este artículo.

4. Las limitaciones de los apartados 1, 2 y 3 
podrán levantarse una vez producido el saneamiento de 
la entidad mediante el pago, amortización, rescate o 

enajenación de los títulos suscritos por el Fondo, o 
cuando de cualquier otro modo se entienda reintegrado 
al mismo el apoyo financiero prestado.

5. Este artículo y las reglas que, en uso de la habi-
litación prevista en él, apruebe el Ministro de Econo-
mía y Competitividad, deberán también aplicarse, en la 
parte que corresponda, a las condiciones retributivas de 
los miembros de los órganos de administración de las 
entidades a que los apartados 1 a 3 se refieren y cuya 
relación con la entidad no se regule en contrato alguno.

6. Cuando las entidades a las que se refieren los 
apartados 1, 2 y 3 participen en un proceso de integra-
ción de los previstos en el artículo 2 de este real decreto-
ley, las limitaciones a las remuneraciones contempladas 
en dichos apartados sólo serán de aplicación a los admi-
nistradores y directivos que lo fueren de aquella de las 
entidades que precise el apoyo financiero público o que 
dé origen al mismo, y que a los efectos de este apartado 
deberá identificarse como tal en el correspondiente plan 
de integración. Asimismo, el Ministro de Economía y 
Competitividad, a la vista del plan de retribuciones pre-
sentado en el marco del proceso de integración regulado 
en el artículo 2 del real decreto-ley y de la situación 
económico-financiera de las entidades participantes en 
el mismo, podrá modificar los criterios y límites fijados 
en los apartados 2 y 3 del presente artículo.

7. A los efectos de este artículo, se entiende por 
directivos los Directores Generales así como los inte-
grantes de la alta dirección, de conformidad con la 
definición contenida en el artículo 1 del Real Decre-
to 1382/1985, de 1 de agosto, por el que se regula la 
relación laboral de carácter especial del personal de alta 
dirección.

8. El incumplimiento por las entidades de las pre-
visiones contenidas en este artículo será constitutivo de 
infracción grave, incurriendo las mismas en responsa-
bilidad administrativa sancionable con arreglo a lo dis-
puesto en el Título I de la Ley 26/1988, de 29 de julio, 
sobre Disciplina e Intervención de las Entidades de 
Crédito.

Disposición adicional primera. Tratamiento excep-
cional de las participaciones preferentes y otros ins-
trumentos en circulación.

Las entidades de crédito que tengan en circulación 
participaciones preferentes o instrumentos de deuda 
obligatoriamente convertibles en acciones emitidos 
antes de la entrada en vigor de este real decreto-ley 
podrán incluir en el plan de cumplimiento al que se 
refiere el artículo 1, la solicitud de diferir por un plazo 
no superior a doce meses el pago de la remuneración 
prevista a pesar de que, como consecuencia del sanea-
miento que hayan tenido que llevar a cabo según lo dis-
puesto en este real decreto-ley, no dispongan de benefi-
cios o reservas distribuibles suficientes o exista un 
déficit de recursos propios en la entidad de crédito emi-
sora o dominante.
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El pago de la remuneración así diferido solamente 
podrá efectuarse, transcurrido el plazo de diferimiento, 
si se dispone de beneficios o reservas distribuibles sufi-
cientes y no existe un déficit de recursos propios en la 
entidad de crédito emisora o dominante.

Disposición adicional segunda. Régimen aplicable a 
las Cajas de Ahorros integrantes de un sistema insti-
tucional de protección.

En caso de aportación de la titularidad de todos los 
activos y pasivos afectos al respectivo negocio bancario 
a la entidad central de un sistema institucional de pro-
tección se considerará que a las Cajas de Ahorros inte-
grantes se les aplicará el régimen de ejercicio indirecto 
previsto en el Real Decreto-ley 11/2010, de 9 de julio, 
de órganos de gobierno y otros aspectos del régimen 
jurídico de las Cajas de Ahorros.

Disposición adicional tercera. Aplicación del régi-
men previsto en la Ley 26/2006, de 17 de julio, de 
mediación de seguros y reaseguros privados, a las 
entidades participantes en procesos de integración.

A las entidades participantes en procesos de integra-
ción conforme a lo previsto en el artículo 2 de este real 
decreto-ley, les serán de aplicación las previsiones con-
tenidas en el artículo 25, apartado 1, en relación con la 
puesta a disposición de la red de distribución de las 
entidades de crédito y la fragmentación de la misma, y 
en el artículo 25, apartado 4, ambos de la Ley 26/2006, 
de 17 de julio, de mediación de seguros y reaseguros 
privados, a partir del 1 de enero de 2014.

Disposición adicional cuarta. Incremento de la dota-
ción del Fondo de Reestructuración Ordenada Ban-
caria.

1. La dotación del Fondo de Reestructuración 
Ordenada Bancaria se incrementa en 6.000 millones de 
euros adicionales, con cargo a los Presupuestos Gene-
rales del Estado.

2. Las referencias a la Ministra de Economía y 
Hacienda contenidas en el Real Decreto-ley 9/2009, 
de 26 de junio, sobre reestructuración bancaria y refor-
zamiento de los recursos propios de las entidades de 
crédito, se entenderán realizadas al Ministro de Econo-
mía y Competitividad, salvo las incluidas en los artícu-
los 2.5, 7.2, 9.3 y 10.3 del citado real decreto-ley.

Disposición adicional quinta. Cómputo de pérdidas 
en los supuestos de reducción obligatoria de capital 
social en la sociedad anónima y de disolución en la 
sociedades anónimas y de responsabilidad limitada.

Se renueva, sin solución de continuidad y a todos 
los efectos legales, durante el ejercicio social que se 
cierre a partir de la entrada en vigor del presente real 

decreto-ley, la aplicación de lo dispuesto en el aparta-
do 1 de la Disposición adicional única del Real Decre-
to-ley 10/2008, de 12 de diciembre.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas normas de igual o infe-
rior rango se opongan a lo previsto en el presente real 
decreto-ley.

Disposición final primera. Modificación de la Ley 
31/1985, de 2 de agosto, de Regulación de las Nor-
mas Básicas sobre Órganos Rectores de las Cajas de 
Ahorros.

El artículo 1.Uno de la Ley 31/1985, de 2 de agosto, 
de Regulación de las Normas Básicas sobre Órganos 
Rectores de las Cajas de Ahorros, queda redactado 
como sigue:

«Uno. La administración, gestión, representación 
y control de las cajas de ahorros corresponde a los 
siguientes órganos de gobierno:

a) Asamblea General.
b) Consejo de Administración.
c) Comisión de Control.

Adicionalmente, serán órganos de las cajas de aho-
rros el Director General y las Comisiones de Inversio-
nes, Retribuciones y Nombramientos y Obra Benéfico 
Social.»

Disposición final segunda. Modificación de la 
Ley 13/1994, de 1 de junio, de Autonomía del 
Banco de España.

La disposición adicional sexta de la Ley 13/1994, 
de 1 de junio, de Autonomía del Banco de España, 
queda redactada como sigue:

«1. A efectos de lo previsto en la presente disposi-
ción se entenderá por garantía cualquier prenda, opera-
ción simultánea, compraventa con pacto de recompra, 
afección, derecho de retención, depósito, cesión o cual-
quier otro negocio jurídico con finalidad de garantía, 
que recaiga sobre cualquier activo realizable o suscep-
tible de apropiación, incluido el dinero en efectivo, y 
que tenga por finalidad asegurar los derechos y obliga-
ciones derivados de cualquier operación presente o 
futura, concluida con el Banco de España, el Banco 
Central Europeo u otro banco central nacional de la 
Unión Europea.

2. A estas garantías les será de aplicación el 
siguiente régimen jurídico:

a) Su constitución no requerirá, para su plena vali-
dez, eficacia frente al garante o frente a terceros, ejecu-
tabilidad, incluso a los efectos de los artículos 517 
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y 571 y siguientes de la Ley de enjuiciamiento civil, o 
admisibilidad como prueba, la intervención de notario 
ni el cumplimiento de ningún otro requisito formal dis-
tinto de, por un lado, la constancia por escrito o de 
forma jurídicamente equivalente del acuerdo de garan-
tía o, en su caso, la manifestación unilateral del garan-
te, y, por otro lado, de la aportación del activo objeto de 
la garantía y la constancia por escrito o de forma jurídi-
camente equivalente de dicha aportación.

A los efectos de esta disposición adicional, el regis-
tro o anotación por medios electrónicos y en cualquier 
soporte duradero tendrá la consideración de forma jurí-
dicamente equivalente a la constancia por escrito.

La formalización de la correspondiente obligación 
principal tampoco requerirá para su plena validez, efi-
cacia frente al garante o frente a terceros, ejecutabili-
dad, incluso a los efectos de los artículos 517 y 571 y 
siguientes de la Ley de enjuiciamiento civil, o admisi-
bilidad como prueba, la intervención de notario ni el 
cumplimiento de ningún otro requisito formal.

b) Para operaciones en las que el beneficiario últi-
mo de la garantía sea el Banco de España, el Banco 
Central Europeo u otro banco central nacional de la 
Unión Europea, ya sea directamente o mediante la 
intermediación de un tercero, cuando los activos objeto 
de la garantía sean valores o instrumentos financieros 
representados mediante anotaciones en cuenta, su apor-
tación y la constancia por escrito o de forma jurídica-
mente equivalente de dicha aportación podrá instru-
mentarse mediante alguno de los procedimientos 
siguientes:

1.º Bien mediante transferencia contable, con des-
plazamiento de la propiedad, de los valores o instru-
mentos financieros a una cuenta del beneficiario o de 
un tercero actuando directa o indirectamente en nom-
bre o por cuenta del beneficiario, siguiendo el artículo 9 
de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valo-
res, perdiendo el garante la propiedad del valor o ins-
trumento financiero a favor del beneficiario o tercero.

2.º Bien mediante la anotación de la garantía en la 
cuenta correspondiente siguiendo el artículo 10 de la 
Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores, 
conservando el garante la propiedad del valor o instru-
mento financiero.

3.º Bien mediante transferencia contable o anota-
ción de los valores o instrumentos financieros, sin des-
plazamiento de la propiedad, en una cuenta a nombre 
del beneficiario o de un tercero actuando directa o indi-
rectamente en nombre o por cuenta del beneficiario. 
Dicha cuenta tendrá como único objetivo recibir las 
anotaciones de las pignoraciones realizadas sobre valo-
res e instrumentos representados mediante anotaciones 
en cuenta manteniendo el garante la propiedad de los 
mismos.

En el supuesto de que el objeto de la garantía sea 
una cuenta de valores o instrumentos financieros, su 

aportación y la constancia por escrito o de forma jurídi-
camente equivalente de dicha aportación se instrumen-
tará mediante la anotación de la garantía en la corres-
pondiente cuenta, siendo de aplicación a dicha prenda 
mutatis mutandi lo previsto en el último párrafo del 
apartado e) siguiente.

c) En el supuesto de que los activos objeto de la 
garantía sean valores representados mediante títulos 
físicos, su aportación y la constancia por escrito o de 
forma jurídicamente equivalente de dicha aportación 
podrá instrumentarse mediante su entrega al beneficia-
rio de la garantía o a un tercero establecido por común 
acuerdo entre las partes.

d) Para su ejecución bastará con la certificación 
expedida por el Banco de España, el Banco Central 
Europeo o el banco central nacional de la Unión Euro-
pea que corresponda, acreditativa de la cuantía de los 
importes vencidos, líquidos y exigibles que se ejecutan, 
junto con la orden de enajenación, apropiación o tras-
paso libre de pago de los activos constitutivos de la 
garantía, según corresponda de conformidad con lo pre-
visto en este apartado. En esta certificación deberá 
hacerse constar que la liquidación se ha practicado de 
conformidad con el acuerdo, pacto y/o norma de que 
deriva la obligación de que se trate.

A elección del beneficiario, y con sujeción a los tér-
minos del acuerdo de garantía, la ejecución podrá lle-
varse a cabo mediante cualquiera de los procedimientos 
reconocidos por el ordenamiento jurídico vigente.

Cuando el objeto de la garantía esté constituido por 
activos negociados en un mercado organizado, su 
enajenación se hará a través del organismo rector 
correspondiente. Sin perjuicio de cualesquiera otros 
proce dimientos de enajenación reconocidos por el 
ordenamiento jurídico vigente, en los demás casos la 
enajenación podrá llevarse a cabo también mediante 
subasta organizada por el Banco de España.

Asimismo, en aquellos supuestos en los que la cons-
titución de la garantía no se hubiera instrumentado ya 
mediante la transmisión de la propiedad de los corres-
pondientes activos, la ejecución podrá también realizar-
se mediante la apropiación por el Banco de España, el 
Banco Central Europeo o el banco central nacional de 
la Unión Europea que corresponda de los activos sobre 
los que se constituyó la garantía y compensación de su 
valor o aplicación de su valor al cumplimiento de las 
obligaciones garantizadas, siempre y cuando: (i) así se 
hubiera pactado entre la entidad que aporta los activos 
de garantía y el Banco de España, el Banco Central 
Europeo o el banco central nacional de la Unión Euro-
pea que corresponda y (ii) se hubiera previsto entre las 
partes las modalidades de valoración de los activos de 
garantía.

En todo caso, el sobrante que resulte una vez satis-
fecha la deuda correspondiente se reintegrará a la enti-
dad que haya aportado los activos de garantía.

e) Cuando el objeto de la garantía consista en 
prenda sobre depósitos dinerarios, el beneficiario o, en 
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su caso, la entidad depositaria del efectivo deberá ano-
tar en la correspondiente cuenta la constitución de la 
prenda sobre la cuenta o, en su caso, sobre el importe 
pignorado, una vez que tenga constancia del consenti-
miento del titular de dicha cuenta.

Su constitución no requerirá, para su plena validez, 
eficacia frente al garante o frente a terceros, ejecutabili-
dad o admisibilidad como prueba, la intervención de 
notario ni el cumplimiento de ningún otro requisito for-
mal distinto de la anotación a la que se refiere el párra-
fo anterior, que equivaldrá a la aportación del activo 
objeto de la garantía y la constancia por escrito o de 
forma jurídicamente equivalente de dicha aportación.

Dicha prenda se ejecutará por compensación, que-
dando a disposición del titular de la cuenta los fondos 
sobrantes, si los hubiera, una vez satisfecha la deuda.

A partir de la anotación prevista en el primer párrafo 
de este apartado, las cantidades ingresadas en la cuenta 
cuyo saldo permanece pignorado o, en su caso, única-
mente el importe pignorado quedarán por el mero 
hecho de su ingreso afectos de manera irrevocable y sin 
limitación alguna al cumplimiento íntegro de las obli-
gaciones garantizadas. Igualmente, y salvo que las par-
tes hayan acordado lo contrario, a partir del momento 
de la anotación de la prenda, el titular de la cuenta no 
podrá retirar fondos depositados en la misma o, en su 
caso, el importe pignorado sin el consentimiento previo 
del beneficiario de la garantía.

f) Los activos en que se materialicen las garantías 
podrán aplicarse a la liquidación de las obligaciones 
garantizadas incluso en caso de apertura de un procedi-
miento concursal o de liquidación administrativa. 
Dichas garantías podrán ejecutarse de forma separada, 
inmediatamente, de acuerdo con lo pactado entre las 
partes y con lo previsto en esta disposición adicional.

Las garantías no se verán limitadas, restringidas o 
afectadas en cualquier forma por el concurso o la liqui-
dación administrativa de la otra parte.

En particular, la constitución, aceptación o ejecu-
ción de las garantías a las que se refiere esta disposi-
ción adicional, el saldo de las cuentas o registros en que 
se materialicen y la formalización de las obligaciones 
garantizadas no serán impugnables en el caso de accio-
nes de reintegración vinculadas a un procedimiento 
concursal o de liquidación administrativa.

g) La fecha de constitución de la garantía, así 
como el saldo y fecha que figuren en la certificación 
emitida por el Banco de España, el Banco Central 
Europeo o los demás bancos centrales nacionales de la 
Unión Europea a que se refiere el párrafo b), harán 
prueba frente a la propia entidad y a terceros.

Las garantías constituidas de acuerdo con las nor-
mas de esta disposición adicional no serán suscepti-
bles de embargo, traba, gravamen ni de ninguna otra 
restricción o retención de cualquier naturaleza tanto 
legal como convencional, desde el momento de su 
constitución.

3. Las partes podrán pactar que, en el caso de 
variaciones en el valor de los activos objeto de la garan-
tía o en la cuantía de las obligaciones garantizadas, 
habrán de aportarse nuevos activos, incluido el efecti-
vo, o, en su caso, y cuando así se pacte, devolverse para 
restablecer el equilibrio entre el valor de las obligacio-
nes garantizadas y el valor de las garantías constituidas 
para asegurarlas. En tal caso, dichos activos tendrán la 
consideración de parte integrante de la garantía inicial 
y serán tratados como si hubieran sido aportados de 
manera simultánea a la aportación del objeto inicial de 
la garantía financiera, siéndoles de aplicación todo lo 
dispuesto en la presente disposición.

4. La constitución de garantías sobre préstamos o 
créditos no hipotecarios a favor del Banco de España, 
del Banco Central Europeo o de otros bancos centrales 
nacionales de la Unión Europea, para asegurar el cum-
plimiento de las obligaciones presentes o futuras con-
traídas frente a ellos por operaciones concluidas en el 
ejercicio de sus funciones se regirá, además de por lo 
dispuesto en el apartado 1, en los párrafos a), d), f) y g) 
del apartado 2 y en los apartados siguientes de la pre-
sente disposición, por las siguientes normas:

a) Los préstamos y créditos serán susceptibles de 
pignoración o cesión cualesquiera que sean los requisi-
tos formales o materiales que las partes hubiesen pacta-
do al respecto de su cesión o gravamen. El suministro 
de información o documentación relativa a los présta-
mos o créditos o los derechos de crédito derivados de 
ellos, incluyendo la relacionada con los correspondien-
tes deudores y, en su caso, garantes, al Banco de Espa-
ña, el Banco Central Europeo o los bancos centrales 
nacionales de la Unión Europea, así como, en su caso, a 
aquellos terceros a los que estos pudieran ceder sus 
derechos en caso de transmisión de los derechos de cré-
dito o de ejecución de las garantías sobre ellos, no 
supondrá el incumplimiento de la normativa sobre 
secreto bancario o protección de datos personales.

La pignoración o cesión se referirá únicamente, 
salvo pacto en contrario, a los derechos de crédito 
dimanantes del correspondiente contrato. En ningún 
caso el cesionario o beneficiario de la garantía asumirá 
la obligación de poner fondos a disposición de los acre-
ditados. La pignoración o cesión realizadas de confor-
midad con lo dispuesto en este apartado en ningún caso 
supondrá incumplimiento de los préstamos o créditos 
correspondientes y no requerirá el consentimiento del 
deudor o garante de los créditos pignorados o cedidos.

b) La aportación y la constancia por escrito o de 
forma jurídicamente equivalente de la aportación de los 
derechos de crédito podrá instrumentarse mediante la 
entrega al beneficiario de los modelos aprobados a tal 
efecto por éste o mediante la comunicación por escrito 
o de forma jurídicamente equivalente al beneficiario de 
los datos de los derechos de crédito en la forma estable-
cida a tal efecto por éste, sin que sea necesario el cum-
plimiento de ningún otro requisito formal para la plena 
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validez de la pignoración o cesión, o su eficacia frente 
al deudor y, en su caso, el garante, o frente a cuales-
quiera terceros, ni para su ejecutabilidad o admisibili-
dad como prueba.

c) Los frutos de los préstamos o créditos cedidos o 
pignorados corresponderán, salvo pacto en contrario, a 
la entidad de crédito que aporta la garantía.

d) En caso de incumplimiento de las obligaciones 
garantizadas, el beneficiario de la garantía adquirirá la 
plena titularidad de los correspondientes derechos de 
crédito. No obstante, y sin perjuicio de cualesquiera 
otros procedimientos de ejecución reconocidos en el 
ordenamiento jurídico vigente, podrá también ejecutar-
se la garantía mediante subasta organizada por el Banco 
de España.

e) El deudor o, en su caso, garante de un derecho 
de crédito que haya sido cedido o pignorado a favor 
del Banco de España, el Banco Central Europeo o los 
bancos centrales nacionales de la Unión Europea no 
podrá oponer frente a éstos, ni frente a aquellos terce-
ros a los que se pudiera transmitir posteriormente el 
correspondiente derecho de crédito, ninguna de las 
excepciones que le hubieran correspondido frente a la 
entidad de crédito cedente o pignorante, ni siquiera la 
compensación.

5. En los contratos que concluya en el ejercicio de 
sus funciones, el Banco de España podrá pactar su reso-
lución o extinción incluso en los casos de situaciones 
concursales o de liquidación administrativa. Asimismo, 
en tales supuestos de concurso o de liquidación admi-
nistrativa, las operaciones garantizadas con arreglo a lo 
dispuesto en esta disposición adicional tendrán la consi-
deración de créditos de derecho público a los efectos de 
la aplicación del artículo 91.4 de la Ley 22/2003, de 9 
de julio, Concursal, en la parte que no pueda ser satisfe-
cha con cargo a las garantías constituidas.

6. En lo no previsto expresamente en la presente 
disposición adicional, será de aplicación supletoriamen-
te el régimen que, respecto de las garantías financieras, 
establece el capítulo II del Real Decreto-ley 5/2005, 
de 11 de marzo, de reformas urgentes para el impulso a 
la productividad y para la mejora de la contratación 
pública.

7. Reglamentariamente podrá desarrollarse lo 
establecido en la presente disposición.»

Disposición final tercera. Modificación del Real 
Decreto-ley 2/2011, de 18 de febrero, para el refor-
zamiento del sistema financiero.

El apartado 2 de la disposición transitoria tercera 
del Real Decreto-ley 2/2011, de 18 de febrero, para el 
reforzamiento del sistema financiero, queda modifica-
do como sigue:

«2. Los instrumentos de deuda emitidos con pos-
terioridad a la entrada en vigor del presente real decre-

to-ley, que cuenten con cláusulas en virtud de las cuales 
sean convertibles en acciones ordinarias, integrarán el 
capital principal previsto en el artículo 2 de este real 
decreto-ley siempre que cumplan las siguientes condi-
ciones:

a) prevean su obligatoria conversión a más tardar 
el 31 de diciembre de 2018 o, antes de dicha fecha, en 
caso de saneamiento o reestructuración de la entidad o 
de su grupo;

b) que el límite máximo al número y nominal de 
acciones a entregar en la conversión esté determinado 
en el momento de la emisión de los instrumentos de 
deuda;

c) el emisor pueda, discrecionalmente, decidir en 
cualquier momento el impago del cupón devengado 
siempre que su situación de solvencia o la de su grupo 
así lo requiera;

d) prevean su obligatoria conversión cuando se 
incumpla el coeficiente de recursos propios mínimos; y,

e) su comercialización se realice de acuerdo con 
los criterios que establezca la Comisión Nacional del 
Mercado de Valores para asegurar la adecuada protec-
ción de los inversores y, en concreto, la efectividad de 
la relación de conversión que se proponga a los inverso-
res. Adicionalmente, en el caso de que una parte de la 
emisión se comercialice entre la clientela minorista, se 
requerirá la solicitud de admisión a negociación, tanto 
del instrumento de deuda como del título de capital, en 
un mercado secundario oficial.

Los contratos o folletos de emisión correspondien-
tes, así como cualquier modificación de sus caracterís-
ticas, se remitirán al Banco de España a fin de calificar 
su computabilidad como capital principal.»

Disposición final cuarta. Modificación del Real 
Decreto-ley 16/2011, de 14 de octubre, por el que se 
crea el Fondo de Garantía de Depósitos de Entida-
des de Crédito.

El Real Decreto-ley 16/2011, de 14 de octubre, por 
el que se crea el Fondo de Garantía de Depósitos de 
Entidades de Crédito, queda modificado de la siguiente 
manera:

Uno. La letra b) del apartado 2 del artículo 6 
queda redactada como sigue:

«b) Las derramas que realice el Fondo entre las 
entidades adheridas al mismo, distribuidas según la 
base de cálculo de las aportaciones, que se registrarán 
como patrimonio una vez sean acordadas.»

Dos. El segundo párrafo del artículo 7.5 queda 
redactado como sigue:

«No obstante, se requerirá mayoría de dos tercios 
para acordar la realización de aquellas derramas que 
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establezcan la obligación de efectuar pagos adicionales 
a las aportaciones anuales ordinarias o que adelanten el 
pago de estas últimas, así como para las medidas con-
templadas en el marco de los planes de actuación a los 
que se hace referencia en el artículo 11.»

Disposición final quinta. Títulos competenciales.

El presente real decreto-ley se dicta al amparo de lo 
dispuesto en las reglas 6.ª, 11.ª y 13.ª del artículo 149.1 
de la Constitución española, que atribuyen al Estado la 
competencia sobre legislación mercantil, bases de la 
ordenación del crédito, banca y seguros y bases y coor-
dinación de la planificación general de la actividad eco-
nómica, respectivamente.

Disposición final sexta. Facultad de desarrollo.

El Gobierno podrá dictar las normas reglamentarias 
necesarias para el desarrollo de lo dispuesto en este real 
decreto-ley.

Se habilita al Ministro de Economía y Competitivi-
dad para modificar lo previsto en los anexos I y II.

El Banco de España aprobará las modificaciones 
que resulten pertinentes para acomodar lo dispuesto en 
la Circular 4/2004 al presente real decreto-ley. A partir 
del 31 de diciembre de 2012 el Banco de España podrá 
modificar las coberturas previstas en el anexo I 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 48.1 de la 
Ley 26/1988, de 29 de julio, de Disciplina e Interven-
ción de las Entidades de Crédito.

Disposición final séptima. Entrada en vigor.

El presente real decreto-ley entrará en vigor el 
mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

 

ANEXO I

1. Los activos inmobiliarios recibidos en pago de 
deudas por las entidades de crédito y que cuenten con 
una antigüedad en balance superior a 36 meses tendrán 
un porcentaje de cobertura de al menos el 40 %.

2. Las coberturas que correspondan por operacio-
nes calificadas como dudosas destinadas a la financia-
ción de construcciones o promociones inmobiliarias de 
todo tipo de activos, que se encuentren terminadas, en 
ningún caso podrán ser inferiores al 25 % del importe 
del riesgo vivo.

3. Las coberturas que correspondan por operacio-
nes calificadas como subestándar destinadas a la finan-
ciación de construcciones o promociones inmobiliarias 
de todo tipo de activos, que se encuentren terminadas, 
en ningún caso podrán ser inferiores al 20 % del impor-

te del riesgo vivo. Este porcentaje será del 24 % para 
aquellas operaciones que no cuenten con garantía real.

4. Las coberturas que correspondan por operacio-
nes calificadas como dudosas o como subestándar, des-
tinadas a la financiación de suelo para promoción 
inmobiliaria o de construcciones o promociones inmo-
biliarias de todo tipo de activos, que se encuentren en 
curso, en ningún caso podrán ser inferiores a los por-
centajes que se indican a continuación:

Clase de activo
Dudoso

—
Porcentaje

Subestándar
—

Porcentaje

Financiación de suelo para 
promoción inmobiliaria ... 60 60

Financiación de construcción o 
promoción inmobiliaria en 
curso con obra parada ......... 50 50

Financiación de construcción o 
promoción inmobiliaria en 
curso con obra en marcha .... 50 24

5. Los porcentajes mínimos de cobertura relativos 
a activos inmobiliarios recibidos en pago de deudas no 
podrán ser inferiores a los siguientes:

a) Activos recibidos consistentes en construccio-
nes o promociones inmobiliarias terminadas, así como 
viviendas de particulares que no hayan sido residencia 
habitual de los prestatarios

El porcentaje de deterioro mínimo aplicable a los 
activos adjudicados en pago de deudas será del 25 %, y 
los porcentajes mínimos de cobertura en función de la 
antigüedad de su incorporación al balance serán los 
recogidos en el siguiente cuadro:

Plazo desde la adquisición
Porcentaje

de cobertura

Más de 12 meses sin exceder de 24 ......... 30

Más de 24 meses sin exceder de 36 ......... 40

Más de 36 meses ...................................... 50

b) Activos recibidos consistentes en suelo para 
promoción inmobiliaria o construcciones o promocio-
nes inmobiliarias en curso, con independencia de la 
antigüedad de su incorporación al balance.

Clase de activo
Porcentaje 

de cobertura

Suelo para promoción inmobiliaria .......... 60

Construcción o promoción inmobiliaria 
en curso ............................................... 50
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ANEXO II

El exceso adicional de capital principal a que se refiere el apartado 4 del artículo 1 del presente Real Decreto-
ley deberá ser equivalente a la suma de los importes que resulten de los cálculos que a continuación se señalan. De 
estos importes se deducirán las provisiones constituidas por dichos activos.

a) Activos clasificados como dudosos y subestándar de acuerdo con el Anejo IX de la Circular 4/2004, de 22 
de diciembre, a las entidades de crédito, sobre normas de información financiera pública y reservada, y modelos de 
estados financieros:

Clase de activo Porcentaje sobre importe del riesgo vivo

Financiación de suelo .............................................................................. 80

Financiación de promociones en curso (excepto subestándar con obra 
en marcha).......................................................................................... 65

b) Activos recibidos en pago de deudas:

Clase de activo Porcentaje sobre valor contable

Suelo ................................................................................................................ 80

Promociones en curso ...................................................................................... 65

PROPOSICIONES NO DE LEY

Pleno

162/000037

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 97 
del Reglamento del Congreso de los Diputados, se 
ordena la publicación en el Boletín Oficial de las Cor-
tes Generales de las enmiendas formuladas a la Propo-
sición no de Ley del Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-
PNV), sobre el Plan de Derechos Humanos, publicada 
en el «BOCG. Congreso de los Diputados», serie D, 
núm. 7, de 28 de diciembre de 2011.

Palacio del Congreso de los Diputados, 14 de febre-
ro de 2012.—P. D. El Secretario General del Congreso 
de los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 193 y siguientes del 
Reglamento de la Cámara, presenta la siguiente enmien-
da a la Proposición no de Ley, del Grupo Parlamentario 
Vasco (EAJ-PNV), sobre el Plan de Derechos Humanos.

Enmienda

De modificación.

El texto que se propone quedaría redactado de la 

siguiente forma:

«El Congreso de los Diputados:

1. Considera que la Constitución de 1978 es instru-

mento jurídico fundamental, a fin de que la actuación de 

todas las instituciones del Estado, tanto en política inte-

rior como exterior, esté sujeta al más escrupuloso respe-

to a los derechos humanos.

2. Insta al Gobierno a que profundice en una eva-

luación completa sobre la implantación, cumplimiento 

y desarrollo de las medidas contenidas en el Plan de 

Derechos Humanos, aprobado en Consejo de Ministros 

de 12 de diciembre de 2008, dando cuenta a esta Cáma-

ra de los resultados concretos de dicha evaluación e 

implementando a continuación una estrategia con 

medidas concretas en política exterior e interior para la 

promoción y protección de los DDHH, a fin de cumpli-

mentar el compromiso internacional adquirido por 

España a través de la Declaración Final de la Conferen-

cia de Viena de 1993.»

CONTROL DE LA ACCIÓN DEL GOBIERNO
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Justificación.

Mejora técnica.

Palacio del Congreso de los Diputados, 14 de febre-
ro 2012.—Alfonso Alonso Aranegui, Portavoz del 
Grupo Parlamentario Popular en el Congreso.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

En nombre del Grupo Parlamentario Socialista, me 
dirijo a esa Mesa para, al amparo de lo establecido en el 
artículo 194.2 y siguientes del vigente Reglamento del 
Congreso de los Diputados, presentar la siguiente 
enmienda a la Proposición no de Ley sobre el Plan de 
Derechos Humanos del Grupo Parlamentario Vasco 
(EAJ-PNV).

Enmienda

De adición.

Se propone la adición del siguiente texto en el apar-
tado 1:

«1. …, que venga a renovar y a actualizar las medi-
das de reconocimiento de derechos incluidas en el ante-
rior Plan, mejore sus mecanismos de seguimiento y eva-
luación y amplíe su ámbito de actuación, especialmente 
en materia de igualdad, no discriminación, integración y 
derechos sociales y fortalecimiento de la coherencia de 
políticas en materia de derechos humanos.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 14 de febre-
ro de 2012.—Eduardo Madina Muñoz, Portavoz del 
Grupo Parlamentario Socialista.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Mixto, a instancia de don 
Carlos Salvador Armendáriz, diputado de Unión del 
Pueblo Navarro (UPN), y al amparo de lo dispuesto en 
el artículo 194.2 del Reglamento del Congreso de los 
Diputados, presenta la siguiente enmienda a la Proposi-
ción no de Ley sobre el Plan de Derechos Humanos del 
Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV).

Enmienda

De adición.

Se propone introducir en el apartado uno la siguien-
te expresión:

«1. Presentar antes del 30 de junio de 2012 en el 
Congreso de los Diputados un Plan de Derechos y 

Deberes Humanos que sirva de marco al Gobierno en 
su actuación.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 14 de febrero 
de 2012.—Carlos Casimiro Salvador Armendáriz, 
Diputado.—Xabier Mikel Errekondo Saltsamendi,  
Portavoz del Grupo Parlamentario Mixto.

162/000037

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión 
del día de hoy, con motivo del debate de la Proposición 
no de Ley del Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV), 
sobre el Plan de Derechos Humanos, publicada en el 
«BOCG. Congreso de los Diputados», serie D, núm. 7, 
de 28 de diciembre de 2011, ha acordado lo siguiente:

«El Congreso de los Diputados:

1. Considera que la Constitución de 1978 es instru-
mento jurídico fundamental, a fin de que la actuación de 
todas las instituciones del Estado, tanto en política inte-
rior como exterior, esté sujeta al más escrupuloso respe-
to a los Derechos Humanos.

2. Insta al Gobierno a que profundice en una eva-
luación completa sobre la implantación, cumplimiento 
y desarrollo de las medidas contenidas en el Plan de 
Derechos Humanos, aprobado en Consejo de Ministros 
de 12 de diciembre de 2008, dando cuenta a esta Cáma-
ra de los resultados concretos de dicha evaluación e 
implementando a continuación una estrategia con 
medidas concretas en política exterior e interior para la 
promoción y protección de los Derechos Humanos, a 
fin de cumplimentar el compromiso internacional 
adquirido por España a través de la Declaración Final 
de la Conferencia de Viena de 1993.»

Se ordena la publicación de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 14 de febre-
ro de 2012.—P. D. El Secretario General del Congreso 
de los Diputados, Manuel Alba Navarro.

162/000052

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su 
sesión del día de hoy, rechazó la Proposición no de Ley 
presentada por el Grupo Parlamentario de Unión Pro-
greso y Democracia, sobre revisión del estatuto de los 
ex Presidentes del Gobierno y promoción de las inicia-
tivas legislativas necesarias para garantizar la transpa-
rencia en su régimen de retribuciones y regular su régi-
men de incompatibilidades entre la percepción de 
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retribuciones con cargo a fondos públicos y privados, 
publicada en el «BOCG. Congreso de los Diputados», 
serie D, núm. 11, de 3 de enero de 2012.

Se ordena la publicación de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Asimismo se publican las enmiendas presentadas a 
dicha Proposición no de Ley.

Palacio del Congreso de los Diputados, 14 de febre-
ro de 2012.—P. D. El Secretario General del Congreso 
de los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Mixto, a instancia de los diputados Alfred 
Bosch i Pascual, Joan Tardà i Coma y Teresa Jordà i 
Roura, de Esquerra Republicana-Catalunya-Sí, al 
amparo de lo establecido en el artículo 194 del Regla-
mento de la Cámara, presenta las siguientes enmien-
das a la Proposición no de Ley sobre la revisión del 
estatuto de los ex Presidentes del Gobierno y promo-
ción de las iniciativas legislativas necesarias para 
garantizar la transparencia en su régimen de retribu-
ciones y regular su régimen de incompatibilidades 
entre la percepción de retribuciones con cargo a fon-
dos públicos y privados.

Enmienda

De sustitución.

«El Congreso de los Diputados manifiesta su volun-
tad de crear una Comisión de estudio para la elimina-
ción de los privilegios de la clase política e institucio-
nal e insta al Gobierno español a:

1. Enviar un completo y detallado informe al 
Congreso de los Diputados respecto a todas las prerro-
gativas y demás beneficios que reciben quienes osten-
tan cargos públicos, tanto de la Administración Gene-
ral del Estado como de los órganos constitucionales o 
cualquier otro organismo u organización de carácter 
público.

2. Este informe incluirá gastos, a cargo del erario 
público, de los cuales se benefician, tales como uso de 
transporte, disponibilidad de tarjeta de crédito, disponi-
bilidad de realizar regalos institucionales, etc.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 14 de febre-
ro de 2012.—Alfred Bosch i Pascual, Joan Tardà i 
Coma y Teresa Jordà i Roura, Diputados.—Xabier 
Mikel Errekondo Saltsamendi, Portavoz del Grupo 
Parlamentario Mixto.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

Al amparo de lo establecido en el Reglamento de la 
Cámara, el Grupo Parlamentario de IU, ICV-EUiA, 
CHA: La Izquierda Plural, presenta las siguientes 
enmiendas a la Proposición no de Ley del Grupo Parla-
mentario UPyD, sobre remisión del estatuto de los ex 
Presidentes del Gobierno y promoción de las iniciativas 
legislativas necesarias para garantizar la transparencia 
en su régimen de retribuciones y regular su régimen de 
incompatibilidades entre la percepción de retribuciones 
con cargo a fondos públicos y privados.

Enmienda

De sustitución.

La Proposición no de Ley queda redactada de la 
siguiente manera:

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
que, en el plazo de dos meses, presente un proyecto de 
Ley regulador del Estatuto de los ex Presidentes del 
Gobierno, que suprima la adquisición de la condición 
de Consejeros natos de Estado con carácter vitalicio y 
establezca un límite temporal a las prerrogativas conce-
didas al cesar del mismo, así como el régimen de 
incompatibilidades entre retribuciones o derechos de 
contenido patrimonial procedentes de fondos públicos 
con los derivados de su actividad profesional de carác-
ter privado.»

Justificación.

Añadir la supresión de la modificación del aparta-
do 1 del artículo 8 de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de 
abril, del Consejo de Estado, introducida por Ley Orgá-
nica 3/2009, de 28 de diciembre, por la que se modifica 
la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de 
Estado (VIII Legislatura), por el que se regula la adqui-
sición de la condición de Consejeros natos de Estado 
con carácter vitalicio de los ex Presidentes de Gobierno.

Entendemos que los ex Presidentes de Gobierno por 
experiencia política y su conocimiento directo de la 
realidad del Estado pueden desempeñar determinadas 
funciones tanto en las instituciones internacionales u 
otras por definir, pero no consideramos necesario la 
inclusión de los ex Presidentes del Gobierno como 
Consejeros natos con carácter vitalicio, puesto que su 
participación no supone garantía de mejora en la cali-
dad, la técnica o el rigor de la actuación del Ejecutivo.

Palacio del Congreso de los Diputados, 14 de febre-
ro de 2012.—José Luis Centella Gómez, Portavoz del 
Grupo Parlamentario de IU, ICV-EUiA, CHA: La 
Izquierda Plural.
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INTERPELACIONES

Urgentes

172/000004

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su 
sesión del día de hoy, debatió la interpelación urgente 
del Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i 
Unió), sobre la sostenibilidad del sistema sanitario, 
cuyo texto se inserta a continuación de conformidad 
con lo previsto en el artículo 97 del Reglamento de la 
Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 15 de febre-
ro de 2012.—P. D. El Secretario General del Congreso 
de los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

Don Josep Antoni Duran i Lleida, en su calidad de 
Portavoz del Grupo Parlamentario Catalán (Convergèn-
cia i Unió), y de acuerdo con lo establecido en el artícu-
lo 173 y siguientes del Reglamento de la Cámara, pre-
senta una interpelación urgente sobre la sostenibilidad 
del sistema sanitario.

Desde hace años el presupuesto de la sanidad evolu-
ciona de manera crecientemente deficitaria, en la actua-
lidad el déficit sanitario se sitúa en torno a los 15.000 
millones de euros, a pesar de los recursos extras que se 
han ido inyectando a las cuentas sanitarias en los tiem-
pos de bonanza económica.

La recesión económica ha agravado esta situación al 
generar una caída de la actividad económica y en con-
secuencia el descenso de la recaudación de impuestos y 
de los recursos presupuestarios. Pese a ello, es una opi-
nión generalizada que debe preservarse la calidad de 
nuestro sistema sanitario.

El problema del creciente déficit de la sanidad no es 
coyuntural. Las causas que lo generan no son nuevas, el 
envejecimiento de la población, las enfermedades cró-
nicas, el mayor coste de los nuevos tratamientos y tec-
nologías, todas ellas apuntan a una constante presión al 
alza del gasto sanitario.

Por tanto, si las causas del déficit son estructurales, 
las decisiones que deberán adoptarse para garantizar un 
equilibrio constante del presupuesto de la sanidad no 
pueden ser coyunturales, sino estructurales, deben perse-
guir la sostenibilidad del sistema público de la sanidad 
tanto para el año que viene, como para dentro de 10 años. 
Es en este contexto que debería abordarse una reflexión 
profunda en el seno del Congreso de los Diputados.

La dificultad que amenaza la sostenibilidad del sis-
tema sanitario es la misma que incide sobre los siste-
mas sanitarios del resto de países de nuestro entorno. 
En algunos de estos países ya se han adoptado medidas 

a medio y largo plazo para paliar esta situación, revi-
sando en profundidad sus respectivos sistemas.

Por otra parte, no podemos obviar que en el Estado 
español la distribución competencial atribuye al Estado 
competencias muy relevantes en lo relativo a la genera-
ción de gasto (cartera de prestaciones, autorización de 
fármacos financiados por el sistema público, ...), mien-
tras que la prestación sanitaria corresponde a las Comu-
nidades Autónomas, las cuales tienen competencias 
exclusivas en sanidad. Es la administración autonómica 
la que gestiona el sistema y quien debe hacer frente al 
gasto sanitario, que en determinadas autonomías repre-
senta el 50 % del total de su presupuesto.

En algunas Comunidades Autónomas, como Cata-
lunya, ya se han adoptado importantes medidas de con-
trol y racionalización del gasto sanitario para corregir 
su evolución, mediante una organización más racional 
y eficiente de los servicios sanitarios y con el objetivo 
de mantener la calidad del servicio a un menor coste, 
siempre de acuerdo con el criterio clínico y garantizan-
do la salud de los ciudadanos. El esfuerzo está dando 
sus resultados, pero para que el sistema sea sostenible 
es preciso que también el Estado participe, en la medi-
da de sus competencias, en la tarea de garantizar su sos-
tenibilidad, ya que hasta el momento no lo ha hecho.

Esta dualidad de responsabilidades entre las admi-
nistraciones autonómica y central exige que las medi-
das y compromisos destinados a garantizar la sostenibi-
lidad del sistema sanitario en el futuro deban ser 
adoptadas conjuntamente por ambas administraciones.

En síntesis, nuestro sistema sanitario goza de gran 
prestigio y reconocimiento internacional por su cali-
dad, ahora bien, si queremos continuar en los primeros 
puestos de los rankings de excelencia sanitaria debe-
mos hacer un esfuerzo entre todos para garantizar su 
pervivencia.

Por ello, tal como se planteó con éxito en los años 
noventa para el sistema de pensiones, con los Pactos de 
Toledo, es preciso reflexionar y abrir un debate en pro-
fundidad sobre la sostenibilidad del sistema sanitario, 
preservando siempre la calidad de la atención sanitaria.

En consecuencia, el Grupo Parlamentario Catalán 
(Convergència i Unió) presenta la siguiente interpelación 
urgente sobre la sostenibilidad del sistema sanitario.

Palacio del Congreso de los Diputados, 2 de febrero 
de 2012.—Josep Antoni Duran i Lleida, Portavoz del 
Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i Unió).

172/000006

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su 
sesión del día de hoy, debatió la interpelación urgente 
del Grupo Parlamentario de Unión Progreso y Demo-
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cracia, sobre los propósitos del Gobierno en relación a 
la ilegalización de las coaliciones «Amaiur» y «Bildu», 
cuyo texto se inserta a continuación de conformidad 
con lo previsto en el artículo 97 del Reglamento de la 
Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 15 de febre-
ro de 2012.—P. D. El Secretario General del Congreso 
de los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Unión Progreso y Demo-
cracia, a instancia de la Diputada doña Rosa Díez Gon-
zález, diputada de Unión Progreso y Democracia, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 180 y siguientes 
del vigente Reglamento del Congreso, presenta la 
siguiente Interpelación urgente al Gobierno sobre los 
propósitos del mismo en relación a la ilegalización de 
las coaliciones «Amaiur» y «Bildu», a fin de impedir, 
mediante fraude de ley, la continuidad en ellas de los 
partidos ilegalizados Herri Batasuna, Euskal Herrita-
rrok y Batasuna para su debate en Pleno.

Exposición de motivos

Desde siempre la estrategia de la organización terro-
rista ETA ha pasado por combinar el asesinato, la extor-
sión y otras prácticas criminales con una serie de inicia-
tivas y proyectos políticos «legales» a fin aprovecharse 
de las garantías y derechos de la democracia española y 
quebrar desde dentro el Estado de Derecho.

Precisamente para combatir esa estrategia delictiva, 
se promulgó la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de 
Partidos Políticos (LOPP), la cual estableció, entre 
otras cuestiones, un procedimiento judicial de ilegali-
zación de un partido por dar un apoyo político a la vio-
lencia o el terrorismo, a fin de evitar que «un partido 
político pueda, de forma reiterada y grave, atentar con-
tra ese régimen democrático de libertades, justificar el 
racismo y la xenofobia o apoyar políticamente la vio-
lencia y las actividades de bandas terroristas», como se 
indicaba en su Exposición de Motivos.

Siendo consciente el legislador que una vez ilegali-
zado un partido era relativamente sencillo la creación 
de nuevas formaciones políticas aparentemente legales 
pero destinadas a idénticos fines criminales, la citada 
Ley de Partidos Políticos previó la posibilidad de ilega-
lizar aquellos partidos políticos, coaliciones o agrupa-
ciones de electores con los que se «continúe o suceda la 
actividad del partido declarado ilegal y disuelto».

Tal mecanismo de ilegalización sobrevenida de las 
formaciones políticas que supongan continuación de 
otras ya ilegalizadas no solo es de puro sentido común 
y ha sido avalado por instancias judiciales europeas, 
sino que ha resultado providencial ante los reiterados 
intentos de fraude perpetrados por la denominada 

«izquierda abertzale», entre los que cabe citar la utili-
zación instrumental del Partido Comunista de las Tie-
rras Vascas (PCTV), de Acción Nacionalista Vasca 
(ANV), Askatasuna, Iniciativa Internacionalista o, 
recientemente, la coalición denominada Sortu, ilegali-
zadas todas ellas por pertenecer al entramado ETA/
Batasuna y ser, en definitiva, meras marcas blancas de 
la banda terrorista.

Como es por todos conocidos, los dos últimos 
proyectos políticos auspiciados por la dirección 
«abertzale» se han denominado «Bildu», nominalmen-
te formada por los partidos Eusko Alkartasuna (EA) y 
Alternatiba Eraikitzen, más un número indeterminado 
de «independientes», que presentó candidaturas a los 
diversos procesos electorales autonómicos, forales y 
municipales celebrados en el mes de mayo del pasado 
año 2011, y la coalición «Amaiur», utilizada para con-
currir a las elecciones generales del pasado mes de 
noviembre.

Respecto a la primera de las coaliciones menciona-
das, bautizada como «Bildu», no hace falta recordar 
que el Tribunal Constitucional, en su Sentencia de 5 de 
mayo de 2011, procedió a revocar y anular la previa 
Sentencia del Tribunal Supremo que decretaba su ilega-
lización.

Sin entrar ahora a valorar las circunstancias que 
rodearon a la citada resolución, lo cierto es que el pro-
pio Tribunal Constitucional recalcó que su decisión se 
adoptaba sin perjuicio de las modificaciones legislati-
vas introducidas por la Ley Orgánica 3/3011, de 28 de 
enero, que permitirían la posterior ilegalización de 
Bildu tras las elecciones si se dieran las circunstancias 
legalmente previstas, entre las cuales cabe señalar la de 
la concurrencia de vínculos personales entre Batasuna 
y Bildu.

Y es que, según lo dispuesto en el apartado 4 bis 
del artículo 108 de la LOREG: «En cualquier 
momento del mandato electoral de los electos en 
candidaturas presentadas por agrupaciones de elec-
tores, el Gobierno a través de la Abogacía del Estado 
y el Ministerio Fiscal podrán presentar ante la Sala 
Especial del Tribunal Supremo del artículo 61 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial, la demanda o el 
incidente de ejecución previstos en los artículos 11 
y 12.3 de la Ley Orgánica 6/2002, de Partidos Políti-
cos, solicitando que se declare la vinculación de 
dichas agrupaciones con un partido ilegalizado o con 
el partido cuya ilegalización se pretende».

Por su parte, en lo que respecta a la coalición 
Amaiur, sus listas no fueron ni siquiera impugnadas por 
la Fiscalía ni por la Abogacía del Estado, presentándose 
a las elecciones generales tanto en el País Vasco como 
en Navarra y obteniendo siete escaños.

Desde que tanto Bildu como Amaiur se presentaron a 
sus respectivos comicios y entraron en las instituciones 
ha pasado ya cierto tiempo, durante el cual se han ido 
acumulando numerosas pruebas e indicios para conside-
rar probado que forman parte de lo que los tribunales 
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calificaron como la marca blanca de ETA. Tales hechos, 
posteriores a la citada Sentencia del Tribunal Constitu-
cional, se han producido ante la pasividad del anterior 
Gobierno Socialista y en un contexto en el que la banda 
terrorista ETA no solo no se ha disuelto sino que sus 
miembros permanecen armados y mantienen su habitual 
operativa, según demuestran las últimas operaciones 
policiales, por lo que en opinión de este Grupo Parla-
mentario debería iniciarse inmediatamente el procedi-
miento para ilegalizar a ambas coaliciones por fraude de 
ley a la Ley Orgánica 6/2002, de Partidos Políticos, pre-
sentando a través de la Abogacía del Estado y el Ministe-
rio Fiscal, ante la Sala Especial del Tribunal Supremo del 
artículo 61 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la 
demanda o el incidente de ejecución, previsto en los ar-
tículos 11 y 12.3 de la citada Ley de Partidos Políticos, 
de la Sentencia de 27 de marzo de 2003 por la que fueron 
ilegalizados los partidos políticos Herri Batasuna, Eus-
kal Herritarrok y Batasuna.

Por eso, se presenta la siguiente interpelación urgen-
te al Gobierno sobre los propósitos del mismo en rela-
ción a la ilegalización de las coaliciones «Amaiur» y 
«Bildu», a fin de impedir, mediante fraude de ley, la 
continuidad en ellas de los partidos ilegalizados Herri 
Batasuna, Euskal Herritarrok y Batasuna.

Palacio del Congreso de los Diputados, 9 de febrero 
de 2012.—Rosa María Díez González, Portavoz del 
Grupo Parlamentario Unión Progreso y Democracia.

172/000008

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su 
sesión del día de hoy, debatió la interpelación urgente 
del Grupo Parlamentario Mixto, sobre las transferen-
cias a la Generalitat de Cataluña de la recaudación que 
se realiza en Cataluña de la asignación tributaria del 
porcentaje del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas (IRPF) destinado a fines sociales, cuyo texto se 
inserta a continuación de conformidad con lo previsto 
en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 15 de febre-
ro de 2012.—P. D. El Secretario General del Congreso 
de los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Mixto, a instancia del diputado Joan Tardà 
i Coma, de Esquerra Republicana-Catalunya-Sí, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 180 y siguientes 
del Reglamento de la Cámara, presenta la siguiente 
Interpelación urgente sobre la transferencia a la Gene-
ralitat de Catalunya de la recaudación que se realiza en 

Catalunya de la asignación tributaria del porcentaje del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) 
destinado a fines sociales, para su debate en Pleno.

Exposición de motivos

Las últimas convocatorias publicadas del programa 
estatal de subvenciones derivadas de la asignación tri-
butaria a favor de entidades y proyectos de interés 
social establece objetivos, requisitos, beneficiarios, 
programas subvencionables, procedimientos de conce-
sión, control y ejecución de los programas bajo la ges-
tión plena e incondicionada de los órganos estatales 
convocantes.

Las normas que lo regulaban fueron ya impugnadas 
en su momento por la Generalitat de Catalunya a través 
del procedimiento de conflicto constitucional positivo 
de competencias frente al Tribunal Constitucional.

De hecho, en la gran mayoría de materias subven-
cionadas la Generalitat de Catalunya dispone de com-
petencia exclusiva: en servicios sociales (art. 166.1 del 
Estatuto de Autonomía de Catalunya —EAC—, que 
incluye la atención a personas con discapacidad, las 
personas mayores, las personas que sufren alguna dro-
godependencia o políticas de inclusión), en familia e 
infancia (art. 166.4), voluntariado (art. 166.2), políticas 
de genero (art. 153), acogida de persones inmigrantes 
(art. 138.1) y juventud (art. 142). Además, la Generali-
tat dispone de competencia compartida o ejecutiva en 
las áreas de integración de personas inmigradas 
(art. 138.1.b EAC) y reinserción de reclusos y exreclu-
sos [art.168.1.e) EAC].

De hecho, el art. 114.2. EAC establece de forman 
inequívoca la competencia de la Generalitat para regu-
lar en materias de competencia ejecutiva en las sub-
venciones otorgadas en materias de competencia 
exclusiva.

En los últimos años Catalunya ha sufrido un retroce-
so importante por lo que se refiere al porcentaje de par-
ticipación en las subvenciones en materia de coopera-
ción y voluntariado derivado de la asignación tributaria 
a favor de entidades y proyectos de interés social que 
hasta 2006 ha sido el 0,52 de la cuota del IRPF y que a 
partir del ejercicio 2007 pasó al 0,7 %.

A partir del año 2002 el porcentaje de participación 
en las subvenciones de las entidades catalanas fue infe-
rior al número de población. Esto se ha mantenido 
hasta la actualidad, por lo cual podemos hablar de la 
existencia de un agravio comparativo de la ciudadanía 
y las entidades de Catalunya frente a las del Estado.

De hecho, en el caso de Catalunya se sufre una doble 
discriminación, en primer lugar porque los contribuyen-
tes catalanes ven defraudada la destinación de su dinero 
frente a su voluntad expresada en un declaración de la 
renta, y por otro lado, las personas más vulnerables o con 
necesidades sociales ven cómo no llegan los recursos 
que se les deberían destinar por este concepto. Por lo 
tanto, en ningún caso podemos contemplar el programa 



Congreso 21 de febrero de 2012.—Serie D. Núm. 39

26

de subvenciones derivadas de la asignación tributaria a 
favor de entidades y proyectos de interés social como un 
elemento para el desarrollo de los derechos sociales 
iguales en todo el territorio del Estado.

Es inaplazable que la Generalitat asuma la compe-
tencia en la gestión del 0,7 % del IRPF recaudado en 
Catalunya y destinado a fines sociales, ya que está 
generando una situación de desigualdad entre la ciuda-
danía del Estado Español en el reparto de las subven-
ciones vinculadas al Impuesto sobre la Renta de la Per-
sonas Físicas. Además, las tendencias actuales a nivel 
de la Unión Europea recomiendan potenciar la proxi-
midad en la gestión especialmente en las acciones en el 
ámbito de la asistencia social que aconsejan un trata-
miento próximo a la persona.

Por todo ello, se presenta la siguiente interpelación 
urgente sobre la transferencia a la Generalitat de Cata-
lunya de la recaudación que se realiza en Catalunya de 
la asignación tributaria del porcentaje del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) destinado 
a fines sociales.

Palacio del Congreso de los Diputados, 9 de febrero 
de 2012.—Joan Tardà i Coma, Diputado.— Xabier 
Mikel Errekondo Saltsamendi, Portavoz del Grupo 
Parlamentario Mixto.

MOCIONES CONSECUENCIA 
DE INTERPELACIONES

Urgentes

173/000001

El Pleno de la Cámara, en su sesión del día de hoy, 
rechazó la Moción consecuencia de interpelación urgen-
te presentada por el Grupo Parlamentario de IU, ICV-
EUiA, CHA: La Izquierda Plural, sobre el cumplimiento 
del «Plan Nacional de Reserva Estratégica de Car-
bón 2006/2012 y Nuevo Modelo de Desarrollo Integral y 
Sostenible de las Comarcas Mineras», cuyo texto se 
inserta a continuación, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara. Asimis-
mo se insertan las enmiendas formuladas a la misma.

Palacio del Congreso de los Diputados, 14 de febre-
ro de 2012.—P. D. El Secretario General del Congreso 
de los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario IU, ICV-EUiA, CHA: La 
Izquierda Plural, a instancia del Diputado de CHA 

Chesús Yuste, al amparo de lo dispuesto en el artícu-
lo 180 y siguientes del vigente Reglamento del Con-
greso de los Diputados, presenta la siguiente Moción 
como consecuencia de la interpelación urgente al 
Gobierno relativa «al cumplimiento del Plan Nacio-
nal de Reserva Estratégica del Carbón 2006-2012 y 
Nuevo Modelo de Desarrollo Integral y Sostenible 
de las Comarcas Mineras», para debatir en el Pleno 
de la Cámara.

Exposición de motivos

El Consejo de Ministros de 30 de diciembre de 2011, 
entre las medidas de reducción del gasto público reco-
gidas en el Acuerdo de no disponibilidad de créditos 
por valor de 8.900 millones en los Presupuestos Gene-
rales del Estado de 2011, prorrogados para el ejerci-
cio 2012, incluye específicamente la «eliminación de la 
financiación de infraestructuras en compensación del 
cese de actividad de la minería del carbón».

Esta decisión, que deja en suspenso el programa 
del «Plan Nacional de Reserva Estratégica de Car-
bón 2006/2012 y Nuevo Modelo de Desarrollo Inte-
gral y Sostenible de las Comarcas Mineras» (colo-
quialmente, Plan Miner) destinado a inversiones que 
contribuyan a atraer proyectos empresariales genera-
dores de empleo, ha provocado una enorme preocupa-
ción en las Comarcas Mineras de Asturias, Castilla y 
León, Aragón, Galicia, Castilla-La Mancha y Andalu-
cía, por las consecuencias muy negativas que puede 
tener en unos territorios necesitados de un esfuerzo 
público adicional que garantice su desarrollo alterna-
tivo en el futuro inmediato.

Dado que el ministro de Industria, Energía y Turis-
mo, durante la interpelación sustanciada en el Pleno del 
Congreso el jueves día 9, no solo no rectificó el citado 
recorte, sino que confirmó que no se asumirán la mayo-
ría de las inversiones pendientes de ejercicios anterio-
res, y ni siquiera respondió a la propuesta de elaborar 
un nuevo Plan con el horizonte 2018, el Grupo Parla-
mentario IU, ICV-EUiA, CHA: La Izquierda Plural, 
presenta la siguiente

Moción consecuencia de la interpelación urgente al 
Gobierno:

«El Pleno del Congreso de los Diputados insta al 
Gobierno a:

1. Excluir del Acuerdo de no disponibilidad de 
créditos aprobado por el Consejo de Ministros el pasa-
do 30 de diciembre la “eliminación de la financiación 
de infraestructuras en compensación del cese de activi-
dad de la minería del carbón”.

2. Garantizar íntegramente la financiación com-
prometida y la ejecución de todas las inversiones previs-
tas en el marco del “Plan Nacional de Reserva Estratégi-
ca de Carbón 2006/2012 y Nuevo Modelo de Desarrollo 
Integral y Sostenible de las Comarcas Mineras”.
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3. Abordar, junto con los agentes sociales y las 
administraciones concernidas, la adopción de las 
medidas que permitan agilizar la tramitación de los 
proyectos contemplados en el citado Plan para evitar 
la acumulación de retrasos y la inejecución de los 
mismos.

4. Proponer, en el seno de la Comisión de Segui-
miento del Plan del Carbón, la elaboración de un nuevo 
Plan de la minería del carbón y para el desarrollo alter-
nativo y sostenible de las comarcas mineras para el 
período 2013/2018.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 9 de febrero 
de 2012.—Chesús Yuste Cabello, Portavoz Adjunto de 
IU, ICV-EUiA, CHA: La Izquierda Plural.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Mixto, a instancia del diputado Enrique 
Álvarez Sostres, de FORO, al amparo de lo establecido 
en el Reglamento de la Cámara, presenta la siguiente 
enmienda de adición a la Moción consecuencia de 
interpelación urgente del Grupo Parlamentario de IU, 
ICV-EUiA, CHA: La Izquierda Plural sobre el cumpli-
miento del Plan Nacional de Reserva Estratégica de 
Carbón 2006/2012 y Nuevo Modelo de Desarrollo Inte-
gral y Sostenible de las Comarcas Mineras.

Enmienda

De adición.

Se propone añadir al punto número 2 la siguiente 
frase:

«… y de modo específico aquellos que fueron 
correctamente tramitados por las Administraciones 
concernientes y que quedaron pendientes de transferir 
la financiación comprometida por un retraso intencio-
nado de la firma final del Secretario de Estado de 
Industria del Gobierno saliente, evitando de esta mane-
ra los procesos de reclamación por vía judicial de las 
obligaciones incumplidas en los fondos mineros, obli-
gaciones garantizadas por el principio de solidaridad 
interterritorial amparado por el Tratado de la Unión 
Europea, por el artículo 138 de la Constitución Españo-
la y por la LOFCA.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 13 de febre-
ro de 2012.—Enrique Álvarez Sostres, Diputado.— 
Xabier Mikel Errekondo Saltsamendi, Portavoz del 
Grupo Parlamentario Mixto.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario de Unión Progreso y Demo-

cracia, a iniciativa de su portavoz doña Rosa María Díez 

González, al amparo de lo dispuesto en el artícu lo 194 y 

siguientes del Reglamento de la Cámara, presenta las 

siguientes enmiendas a la Moción consecuencia de inter-

pelación urgente al Gobierno del Grupo Parlamentario 

de IU, ICV-EUiA, CHA: La Izquierda Plural, sobre el 

cumplimiento del «Plan Nacional de Reserva Estratégica 

de Carbón 2006/2012 y Nuevo Modelo de Desarrollo 

Integral y Sostenible de las Comarcas Mineras».

Enmienda

Al punto 3

De modificación.

Texto que se propone:

«3.

a) Abordar, junto con los agentes sociales y las 

administraciones concernidas, un Informe de Gestión 

que detecte las insuficiencias, desviaciones y carencias 

de un modelo de gestión de los fondos ineficiente y 

excesivamente burocratizado que no ha cumplido con 

los objetivos de creación de un tejido productivo alter-

nativo al de la minería.

b) Que proponga los cambios de modelo necesa-

rios para garantizar el aprovechamiento de los recursos 

pendientes y su adecuación a los objetivos del Plan.»

Texto que se sustituye:

«3. Abordar, junto con los agentes sociales y las 

administraciones concernidas, la adopción de las medi-

das que permitan agilizar la tramitación de los proyec-

tos contemplados en el citado Plan para evitar la acu-

mulación de retrasos y la inejecución de los mismos.»

Justificación.

Mejora técnica.

Enmienda

Al punto 4

De supresión.

Se suprime el punto cuarto en su totalidad.
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Justificación.

Mejora técnica.

Palacio del Congreso de los Diputados, 14 de febre-
ro de 2012.—Rosa María Díez González, Portavoz 
del Grupo Parlamentario de Unión Progreso y Demo-
cracia.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 184.2 del Regla-
mento de la Cámara, tiene el honor de presentar la 
siguiente enmienda a la Moción consecuencia de inter-
pelación urgente del Grupo Parlamentario de IU, ICV-
EUiA, CHA, sobre el cumplimiento del «Plan Nacional 
de Reserva Estratégica de Carbón 2006/20/2 y Nuevo 
Modelo de Desarrollo Integral y sostenible de las 
Comarcas Mineras».

Enmienda

De modificación.

El texto quedará redactado como sigue:

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Seguir garantizando, con independencia del 
número de beneficiarios, el abono y garantía de las pre-
jubilaciones del régimen especial de la minería.

2. Garantizar el abono de aquellos proyectos de 
infraestructuras que están formalmente comprometidos 
y vigentes.

3. Elaborar un estudio sobre el grado de inserción 
laboral de las personas beneficiarias de las ayudas a la 
formación.

4. Elaborar un estudio sobre las causas por las 
cuales 179 Convenios han resultado anulados, cancela-
dos o están caducados.

5. Elaborar un estudio sobre las plantillas propias 
de las empresas mineras y su evolución.»

Justificación.

En coherencia con posición ya conocida de este 
Grupo Parlamentario.

Palacio del Congreso de los Diputados, 13 de febre-
ro de 2012.—Alfonso Alonso Aranegui, Portavoz del 
Grupo Parlamentario Popular en el Congreso.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

En nombre del Grupo Parlamentario Socialista me 
dirijo a esta Mesa para, al amparo de lo establecido en 
el artículo 184 y siguientes del vigente Reglamento del 
Congreso de los Diputados, presentar la siguiente 
enmienda a la Moción consecuencia de interpelación 
urgente, del Grupo Parlamentario de IU, ICV-EUiA, 
CHA: La Izquierda Plural, sobre el cumplimiento del 
«Plan Nacional de Reserva Estratégica de Car-
bón 2006/2012 y Nuevo Modelo de Desarrollo Integral 
y Sostenible de las Comarcas Mineras».

Enmienda

Al punto 2

De adición.

«2) Garantizar íntegramente la financiación com-
prometida y la ejecución de todas las inversiones pre-
vistas para ayudas al funcionamiento de las empresas, 
el desarrollo de infraestructuras, enseñanza y forma-
ción profesional y a la incentivación de proyectos gene-
radores de empleo, incluidas en el marco del “Plan 
Nacional de Reserva Estratégica de Carbón 2006/2012 
y Nuevo Modelo de Desarrollo Integral y Sostenible de 
las Comarcas Mineras”.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 14 de febre-
ro de 2012.—Eduardo Madina Muñoz, Portavoz del 
Grupo Parlamentario Socialista.

173/000002

El Pleno de la Cámara, en su sesión del día de hoy, 
rechazó la Moción consecuencia de interpelación 
urgente presentada por el Grupo Parlamentario Socia-
lista, sobre la política de estabilidad presupuestaria del 
Gobierno para las Administraciones Públicas en desa-
rrollo de las previsiones del artículo 135 de la Constitu-
ción Española, cuyo texto se inserta a continuación, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 97 del 
Reglamento de la Cámara. Asimismo se insertan las 
enmiendas formuladas a la misma.

Palacio del Congreso de los Diputados, 14 de febre-
ro de 2012.—P. D. El Secretario General del Congreso 
de los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Socialista se dirige a esa 
Mesa para, al amparo del artículo 184.2 del vigente 
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Reglamento del Congreso de los Diputados, presen-
tar la siguiente Moción consecuencia de interpela-
ción urgente al Gobierno sobre su política de estabi-
lidad presupuestaria para las Administraciones 
Públicas en desarrollo del artículo 135 la Constitu-
ción Española.

Moción

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Establecer en la iniciativa legislativa de desarrollo 
del artículo 135 de la Constitución Española una regu-
lación adaptada al nuevo Tratado de Estabilidad, Coor-
dinación y Gobernanza de la Unión Económica y 
Monetaria (Pacto Fiscal), en especial en relación con el 
límite del déficit estructural y de deuda pública. Dicha 
regulación deberá garantizar la sostenibilidad económi-
ca y social de nuestro país y de los servicios públicos 
fundamentales.

2. El cumplimiento de lo establecido en dicha ini-
ciativa legislativa no podrá cercenar la recuperación 
económica durante el periodo transitorio hasta 2020. A 
tal fin, el Gobierno propondrá en el seno de la Unión 
Europea una ampliación del calendario y adecuación 
del ritmo de proceso de consolidación fiscal para cum-
plir con realismo y eficacia el ajuste pactado y que este 
no afecte negativamente al crecimiento económico y al 
empleo.

3. Llevar a cabo una regulación de los mecanis-
mos preventivos y correctivos, tanto positivos como 
negativos, que, sin perjuicio de su eficacia, respete 
escrupulosamente el marco constitucional de la organi-
zación territorial del Estado, garantizando la autonomía 
financiera y la responsabilidad política de las Adminis-
traciones Públicas.

4. Hacer coherente el desarrollo del artículo 135 
de la Constitución Española con el desarrollo de una 
política presupuestaria ajustada al ciclo económico y 
con el establecimiento de estímulos al crecimiento, la 
inversión productiva, la generación de empleo y la pre-
servación de la cohesión social.

5. La iniciativa legislativa que desarrolla el artícu-
lo 135 de la Constitución Española buscará el máximo 
consenso de todas las fuerzas políticas representadas en 
el Parlamento.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 10 de febre-
ro de 2012.—Eduardo Madina Muñoz, Portavoz del 
Grupo Parlamentario Socialista.

 

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario de Unión Progreso y Demo-
cracia, a iniciativa de su portavoz doña Rosa Díez Gon-
zález, al amparo de lo dispuesto en el artículo 194 y 

siguientes del Reglamento de la Cámara, presenta las 
siguientes enmiendas a la Moción consecuencia de 
interpelación urgente al Gobierno del Grupo Parlamen-
tario Socialista sobre su política de estabilidad presu-
puestaria para las administraciones públicas en desa-
rrollo del artículo 135 de la Constitución Española.

Enmienda

De adición.

Texto que se propone:

Se añade una nueva frase al punto primero de la 
Moción, quedando el texto del mismo redactado de la 
siguiente manera:

«1. Establecer en la iniciativa legislativa de desa-
rrollo del artículo 135 de la Constitución Española una 
regulación adaptada al nuevo Tratado de Estabilidad, 
Coordinación y Gobernanza de la Unión Económica y 
Monetaria (Pacto Fiscal), en especial en relación con el 
límite del déficit estructural y de deuda pública. Dicha 
regulación deberá garantizar la sostenibilidad económi-
ca y social de nuestro país y la calidad de los servicios 
públicos fundamentales en toda España.» 

Justificación.

Mejora técnica.

Enmienda

De modificación.

Texto que se propone:

«3. Llevar a cabo una regulación de los mecanis-
mos preventivos y correctivos, tanto positivos como 
negativos, que sean eficaces y respeten escrupulosa-
mente el marco constitucional de la organización terri-
torial del Estado, garantizando tanto la autonomía 
financiera de las Administraciones Públicas como los 
principios constitucionales de coordinación, armoniza-
ción, planificación general de la actividad económica, 
solidaridad e igualdad que la limitan.»

Texto que se sustituye:

«3. Llevar a cabo una regulación de los mecanis-
mos preventivos y correctivos, tanto positivos como 
negativos, que, sin perjuicio de su eficacia, respete 
escrupulosamente el marco constitucional de la organi-
zación territorial del Estado, garantizando la autonomía 
financiera y la responsabilidad política de las Adminis-
traciones Públicas.»
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Justificación.

Mejora técnica.

Palacio del Congreso de los Diputados, 14 de febre-
ro de 2012.—Rosa María Díez González, Portavoz 
del Grupo Parlamentario de Unión Progreso y Demo-
cracia.

 

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 184.2 del Regla-
mento de la Cámara, tiene el honor de presentar la 
siguiente enmienda a la Moción consecuencia de interpe-
lación urgente del Grupo Parlamentario Socialista, sobre 
la política de estabilidad presupuestaria del Gobierno 
para las Administraciones Públicas en desarrollo de las 
previsiones del artículo 135 de la Constitución Española.

Enmienda

De modificación.

El texto quedará redactado como sigue:

«El Congreso de los Diputados entiende necesario:

1.º Que por el Gobierno se impulse, a través de la 
correspondiente iniciativa legislativa, el desarrollo del 
contenido del artículo 135 de la Constitución Española 
y remita a la Cámara el proyecto de Ley de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.

2.º Que con carácter previo a la aprobación del 
proyecto se realice un esfuerzo por conseguir el máxi-
mo consenso de las Comunidades Autónomas, de las 
Corporaciones Locales y de las fuerzas políticas con 
representación parlamentaria.»

Justificación.

El Grupo Parlamentario Popular en distintas ocasio-
nes ha dejado claro la necesidad de adoptar medidas 
necesarias para el control del gasto público.

Palacio del Congreso de los Diputados, 13 de febre-
ro de 2012.—Alfonso Alonso Aranegui, Portavoz del 
Grupo Popular en el Congreso.

 

A la Mesa del Congreso de los Diputados

Al amparo de lo establecido en el Reglamento de la 
Cámara, el Grupo Parlamentario IU, ICV-EUiA, CHA: 

La Izquierda Plural, presenta las siguientes enmiendas 

a la Moción consecuencia de interpelación urgente al 

Gobierno del Grupo Parlamentario Socialista sobre la 

política de estabilidad presupuestaria del Gobierno para 

las Administraciones Públicas en desarrollo de las pre-

visiones del artículo 135 de la Constitución Española, 

para su debate en el próximo Pleno.

Enmienda

De supresión.

Se suprimen los apartados 1, 4 y 5 de la moción.

Motivación.

Los apartados que se propone eliminar hacen refe-

rencia directa a la reforma del artículo 135 de la CE. 

Dicha reforma se llevó a cabo de espaldas a la ciudada-

nía, sin someterla al referéndum previsto por el meca-

nismo de reforma definido en el artículo 168 de la 

Constitución Española y cediendo soberanía hacía 

los mercados que fueron los que dictaron la reforma. 

Consideramos que incluir en una norma como la CE, 

que debe ser abierta, una redacción tan rígida como 

la del artículo 135 en referencia a la estabilidad 

presupuestaria, limita la acción de la política de las 

opciones que no comparten dicho principio y el dere-

cho de los ciudadanos a autodeterminarse escogiendo 

la opción política que consideren adecuada en cada 

momento.

Consideramos que por su contenido y por el proce-

dimiento en que se adoptó, la reforma del artículo 135 

de la CE provocará un deterioro aún más grave de la 

situación del tejido económico y social de nuestro país 

y de la democracia en su conjunto. La reducción del 

déficit solo se puede conseguir mediante la promoción 

del crecimiento económico y el empleo, una reforma 

fiscal equitativa y progresiva y un rigor permanente en 

el uso del gasto público.

Al mismo tiempo la reforma impone una grave limi-

tación a la autonomía de los gobiernos democráticos y 

a la capacidad de autogobierno presupuestario de las 

diferentes administraciones públicas. Constituye tam-

bién una amenaza permanente para las prestaciones e 

instituciones del Estado de bienestar, las políticas 

sociales y la cooperación para el desarrollo.

El procedimiento para su aprobación fue inacepta-

ble: con la legislatura pasada agonizando y en solo 

quince días no se podía realizar sin debate político ni 

social de ninguna clase y, finalmente, sin que la refor-

ma sea sometida a referéndum.
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Enmienda

De adición.

Se añade un apartado nuevo con la siguiente redac-
ción:

«1 (nuevo). Ajustar la reforma de la Constitución 
aprobada por PP y PSOE la pasada legislatura al proce-
dimiento de reforma previsto por el artículo 168 de la 
Constitución Española, para someter a referéndum vin-
culante una reforma que supone un cambio substancial 
de la Carta Magna que ha supuesto una modificación 
encubierta de su Título Preliminar. Someter cualquier 
reforma que pueda afectar substancialmente al futuro 
del Estado del Bienestar —como son los planes de 
ajuste propuestos por el Gobierno y el Pacto Fiscal 
aprobado en la última reunión del Consejo Europeo— a 
referéndum vinculantes.»

Motivación.

En coherencia con enmienda anterior.

Enmienda

De modificación.

Se modifica el apartado 2, que queda redactado 
como sigue:

«2. La nueva ley de estabilidad no podrá cercenar 
la recuperación económica durante el periodo transito-
rio hasta 2020. A tal fin el Gobierno propondrá una 
modificación de las directivas de gobernanza económi-
ca conocidas como 6-pack y propondrá en el Consejo 
en la actual negociación del nuevo 2-pack la introduc-
ción de cláusulas para que los países en situación eco-
nómica adversa puedan flexibilizar su déficit. En los 
nuevos objetivos, se priorizará la recuperación econó-
mica, la creación de empleo y el mantenimiento del 
Estado del Bienestar.»

Motivación.

Anteponer el objetivo de reducción del déficit en la 
recuperación económica solo empeora la situación. No 
es cierto que una reducción drástica del déficit por la 
vía de la contracción del gasto haga más rápida la recu-
peración económica porque genera expectativas positi-
vas en los inversores y estos avanzan sus gastos. Lo que 
mejora las expectativas y pone en marcha un nuevo 
proceso de recuperación es la mejora de la demanda 
interna, acompañada de un redireccionamiento de las 
cuentas exteriores, con un plan de choque para reducir 
nuestra dependencia energética, causante de dos terce-
ras partes de nuestro déficit exterior.

Enmienda

De modificación.

Se modifica el apartado 3, que queda redactado 

como sigue:

«3. Redefinir los objetivos de déficit, tanto en su 

cuantía, como en sus plazos, como en las proporciones 

entre administración. Ampliar hasta el 2015 el plazo de 

reducción del déficit hasta el 3 %. Redistribuir los már-

genes de déficit de cada Administración, reduciendo el 

límite máximo de la Administración Central y amplian-

do el de las Comunidades Autónomas y Entidades 

Locales.»

Motivación.

Hay que ajustar el sesgo injusto que conlleva hacia 

las Comunidades Autónomas (CCAA) y Entidades 

Locales (EELL) en relación con el margen que sí otor-

ga a la Administración Central. Es necesario un calen-

dario más ajustado a la realidad de la coyuntura econó-

mica actual y las cifras actuales de déficit de las 

diferentes administraciones, de manera que el ajuste 

presupuestario sea más gradual y comporte una inci-

dencia más asumible. Si se repartiera el déficit estricta-

mente según el peso del gasto público entre administra-

ciones en 2010, con datos de Eurostat, correspondería 

al Estado un 2,9 % del déficit, a las CCAA un 2,5 %, y a 

las EELL un 1 %.

Palacio del Congreso de los Diputados, 14 de fe brero 

de 2012.—Laia Ortiz Castellví, Diputada.—Joan 
Coscubiela Conesa, Portavoz Adjunto del Grupo 

Parlamentario de IU, ICV-EUiA, CHA: La Izquierda 

Plural.

 

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Mixto, a instancia de los 

diputados Ana María Oramas González-Moro y Pedro 

Quevedo Iturbe de Coalición Canaria-Nueva Canarias, 

al amparo del artículo 184.2 del Reglamento de la 

Cámara, presenta la siguiente enmienda a la Moción 

consecuencia de interpelación urgente del Grupo Parla-

mentario Socialista sobre política de estabilidad presu-

puestaria para las Administraciones Públicas en desa-

rrollo del artículo 135 de la Constitución Española.

Enmienda

De adición.
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Se propone el siguiente texto de adición al punto 3 
de la moción, y con el siguiente tenor:

«— Con este propósito, el reparto del límite del 
déficit que corresponda a las Comunidades Autónomas 
se realizará mediante un procedimiento que considera-
rá, en todo caso, un desarrollo equilibrado en el territo-
rio español, la situación económica de cada autonomía, 
el nivel de endeudamiento y, entre otros, las necesida-
des objetivas de equipamientos e infraestructuras.

— Por ello, cuando el nivel de endeudamiento de 
una Comunidad Autónoma, sea inferior al de la media 
de los restantes territorios y su tasa de paro sea superior 
a la media, la regla a aplicar permitirá el desarrollo de 
políticas orientadas a la lucha contracíclica con arreglo 
a los citados márgenes y variables.

— En el caso de que los ingresos que se obtengan 
por encima de lo presupuestado por una Comunidad 
Autónoma cuyo nivel de endeudamiento sea inferior a 

la media y siendo su tasa de paro también superior, los 
citados ingresos se aplicarán al presupuesto y no se 
dedicarán a reducir el nivel de deuda pública.»

Justificación.

Se trata de establecer reglas de estabilidad que refle-
jen la situación singular de cada Comunidad Autónoma 
cuando se trate de establecer objetivos reales para 
alcanzar la estabilidad presupuestaria. Se pretende tam-
bién reflejar la situación de bajo endeudamiento de 
aquellas Comunidades Autónomas que representen 
menor carga en el endeudamiento general del Reino de 
España.

Palacio del Congreso de los Diputados, 14 de febre-
ro de 2012.—Ana María Oramas González-Moro  y 
Pedro Quevedo Iturbe, Diputados.—El Portavoz 
Adjunto del Grupo Parlamentario Mixto.


